
Hacta UN Nuevo paradioma Urbano 
Luctano Scatolin' 

  

a as   

e... .. e e e . e... INIA 

Honorable 

Cámara de Diputados 
de la Nación 

..e. eo. ? 

 



  
Juan Luciano Scatolini 

Luciano Scatolini es escribano público, es- 

pecializado en materia urbanística, con lar- 

ga trayectoria en la gestión pública, donde 

se desempeñó durante más de 15 años, 
hasta marzo de 2013, en la Escribanía Ge- 

neral de Gobierno de la provincia de Buenos 

Aires, los últimos seis años como Escribano 

General Adjunto y actualmente es Director 

del Programa PROCREAR. 

Es docente en universidades del país (UNLP, 

UBA, Di Tella) y en el extranjero a través del 

Lincoln Institute of Land Policy. Ha publica- 

do numerosos trabajos de doctrina legal y 

recibido premios por su actuación en polí- 

ticas urbanas.



HÁBITAT 

“Hacia un nuevo paradigma urbano” 

Comentada por 

Comisión de Hábitat 

Clínicas Jurídicas en el marco de la Secretaría de Extensión 

de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 

Universidad Nacional de La Plata 

- 2014 -





Palabras de Julián Domínguez: 

La Honorable Cámara de Diputados de la Nación tiene el 
honor de publicar y editar este trabajo producto del esfuerzo co- 
lectivo, en momentos que nuestra presidenta de la Nación Cris- 
tina Fernández de Kirchner acaba de anunciar la creación de la 
Secretaría de Acceso al Hábitat. Esta decisión, junto a la nues- 
tra de apoyar la difusión del material, creemos que son aportes 
sustanciales para la realización de políticas urbanas más justas 
e inclusivas, en las que nuevas normas e instrumentos de gestión 
permitirán seguir por el camino de la igualdad, objetivo irrenun- 
ciable que nos guía. Desde nuestro ámbito institucional creemos 
importante propiciar el conocimiento de prácticas legislativas in- 
novadoras que puedan ser replicadas en todo el país.
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Introducción 

En junio de 2013 fui convocado por el decano de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales, doctor Hernán Gómez, y el secretario de 
Extensión Universitaria, doctor Adolfo Brook, a constituir un nuevo es- 
pacio en nuestra querida facultad que pudiera abordar integralmente las 
cuestiones relacionadas con el hábitat, a poco de haberse sancionado en 
la provincia de Buenos Aires la ley 14.449, Ley de Acceso Justo al Há- 
bitat. Debo confesar que tenía cierto temor por éxito de la empresa, no 
por falta de entusiasmo o confianza en la propuesta, sino por el contexto 
jurídico y social que rodeaba el tema. 

La ley había sido sancionada en diciembre de 2012, luego de ar- 
duas disputas de intereses. Tenía serias resistencias de sectores que se 
oponían a que entrara en vigencia, no se había reglamentado ni siquiera 
publicado, por lo cual no había entrado en vigencia. A ello debo sumar 
cuestiones personales (tuve un fuerte compromiso con su proceso de 
creación y sanción) y hasta culturales (estos temas no son de incumben- 
cia de los abogados). 

Hoy estamos presentando este trabajo a la comunidad, y debo de- 
cir que mis temores iniciales han quedado en el olvido, no sólo por ha- 
berse removido los obstáculos iniciales -la ley en el mes de noviembre 
de 2013 fue finalmente publicada y en diciembre reglamentada-, sino 

principalmente por la cantidad y calidad de alumnos y egresados de 
nuestra universidad que se sumaron a la propuesta, llenando de conte- 
nido, mística y acción una causa tan justa como olvidada: “soñar con un 

hábitat digno para el conjunto de la sociedad”. 
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El libro que ponemos a disposición de la sociedad es producto del 
esfuerzo colectivo de un grupo interdisciplinario convocado desde el 
ámbito académico, compuesto por estudiantes y egresados de la Facul- 
tad de Ciencias Jurídicas y Sociales y de Arquitectura de la UNLP)' los 
que trabajaron en grupos los diferentes capítulos. 

A todos ellos quiero hacerles un especial agradecimiento y reco- 
nocimiento; quiero en forma personal agradecer el aporte de especialis- 
tas como Juan Ignacio Duarte, siempre dispuesto a realizar una apues- 
ta generosa desde una mirada exhaustiva y profunda del urbanismo; 
también al diputado Alberto España, quien es el coautor de la ley que 
comentamos, por su compromiso político y su sensibilidad para com- 
prender la complejidad de la tarea sin renunciamientos ni dobleces; al 
presidente de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, Julián 
Domínguez, a quien llegué junto a Victoria Tolosa Paz, para proponerle 
este sueño de que el libro sea realidad, y puso todo a disposición para 
ello. Por último a mi familia, en especial a mi mujer, Romina, y mis 
hijos, Camilo y Giovanna, a quienes espero dejarles un pequeño aporte 
para la construcción de una sociedad más justa. 

En tiempos en que el individualismo muchas veces avanza sin 
piedad sobre las necesidades colectivas, la tarea emprendida me hace 
recordar las sabias palabras del profesor Mauro Cappeletti: “Nuestras 
desilusiones de hoy no cuentan, el entusiasmo donde existe y aunque 
fuese el entusiasmo de un solo momento no debe ser desalentado. No 
hay acción sin entusiasmo, no hay historia sin ideales, ni progresos sin 
utopías”. 

Espero que este material analizado y desarrollado sobre la base de 
una propuesta legislativa novedosa y transformadora en nuestro país, 
sea un aporte más para aquellos que siguen buscando la grieta por don- 
de transitan los ideales y las utopías. 

Luciano Scatolini. 

Director. 

  

1 Constanza Hasperué, Sofía Scotti, Guadalupe Falbo, Agustin Pelayo, Santiago Bra- 
vo, Sebastián Cuccia, Nicolás Cuello, Marcos Quintulen, Ailén Díaz, Santiago Pérez Mitta, 
Victoria Althabe y Regina Uribe. 
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Prólogo 

I 

Cuando en algunos años se examine con cierta perspectiva la or- 

denación urbanística de la provincia de Buenos Aires, probablemente la 
sanción de la ley 14.449 marcará un hito de relevancia, por los intereses 
sociales que promueve y porque incorpora principios e instrumentos 

que, al menos entre nosotros, carecían de adecuado desarrollo o de pre- 
ciso fundamento normativo. 

Poco tiempo ha transcurrido desde la entrada vigor de dicha nor- 
mativa para formular un juicio acerca de su eficacia o sobre el acierto 
de su implementación por las autoridades provinciales y municipales. 
Más allá de advertirse indefinición y letargo en la puesta en marcha del 
sistema, no es posible aventurar una opinión respaldada en hechos. 

En cualquier caso, en el sistema jurídico del país, y por cierto en la 
provincia de Buenos Aires, la sanción de la denominada Ley de Acceso 
Justo al Hábitat (o si se prefiere, más sintéticamente, Ley del Hábitat), al 
margen de algunas falencias técnicas, supone una decisión trascendente 
e innovadora. 

Con la dirección y el impulso de Luciano Scatolini, y elaborada con 
la colaboración de un equipo multidisciplinario,* en el marco de la Co- 
misión de Hábitat de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 
  

2 Conformado por Luciano Scatolini, Juan Duarte, Guadalupe Falbo, Sofía Scotti, 
Constanza Hasperue, Ailén Díaz, Regina Uribe, Santiago Pérez Mitta, Agustín Pelayo, San- 
tiago Bravo y Nicolás Cuello. 
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Universidad Nacional de La Plata, esta obra, que me complace prologar, 
constituye el primer comentario sistemático al régimen legal. 

II 

Con abstracción de ese mérito cronológico, en el libro que el lector 
tiene en sus manos se advierte una toma de posición incontrastable que 
ubica al gobierno del territorio (el urbanismo) en el apropiado marco de 
los fines públicos constitucionales que, a mi entender, cobran primacía 
en esta materia y en consecuencia la orientan y presiden. 

Esa concepción parte del reconocimiento de los problemas y nece- 
sidades actuales de nuestra sociedad. Predica la inequívoca función del 
derecho urbanístico, estructurado al servicio de la gestión democrática 
de la ciudad y de la protección del ambiente (artículo 41, C.N.). 

Con la puesta en vigencia de la Ley del Hábitat, aquella mirada va- 
lorativa podrá permear con mayor fuerza en el entramado jurídico ge- 
neral y, lo que es más probable, ha de promover la revisión de prácticas 
por parte de los gestores locales del urbanismo.? El nuevo instrumento 
legal contribuirá a la vez a enriquecer los planes y proyectos urbanos, 
por cuanto deberán contener medidas conducentes para la realización 
de las políticas de acceso al suelo y a la vivienda. 

Bastante hubo que aguardar para que se produjera un cambio de 
esa magnitud en el criterio tradicional, que hace de la centralidad de 
los intereses asociados al derecho de propiedad y a la libre iniciativa 
económica sobre los bienes inmuebles el eje absoluto de la juridicidad 
en esta materia. Pero la actividad urbanística no puede reducirse a un 
mero epifenómeno de aquellas variables, porque expresa un cometido 
que las trasciende, de innegable raíz colectiva y orientado por tanto a la 
realización del interés general, lo que ahora viene a ser consagrado por 
la Ley del Hábitat, entre otros preceptos, en su artículo 16.* 
  

3 La rotundidad de la afirmación constitucional de la cláusula ambiental en orden 
a la utilización racional de los recursos naturales (artículo 41, C.N.) —o a la planificación de 
su aprovechamiento racional, como reza el artículo 28 de la Constitución provincial-, entre 
los que no puede obviarse el suelo, por su valor esencial para las necesidades básicas de la 
población, proporciona múltiples contenidos a la agenda gubernativa, desde aquellos estric- 
tamente regulatorios hasta los vinculados con las misiones de planeamiento y de gestión. 

4 Como bien nos recuerda Luciano Parejo Alfonso, *...la actividad urbanística debe 
continuar siendo [...] parte de lo público, de las actividades construidas como potestades de 
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111 

En su fase de anteproyecto el texto que dio origen a la actual ley 
14,449 fue debatido en varios ámbitos. Con notable impulso se lo hizo 
en espacios participativos vinculados con la actividad de las organiza- 
ciones sociales de promoción del acceso a la vivienda social y mejora de 
barrios postergados. También fue objeto de análisis en jornadas técnicas 
interdisciplinarias.” 

Esta norma establece diversos instrumentos concernientes a la ur- 
banización de barrios precarios, como al acceso a la vivienda y al suelo 
en relación con los sectores más vulnerables de la sociedad. Pero no se 
detiene allí; consagra principios que engloban toda la problemática del 
urbanismo. Cobra, así, el significado de una reforma en la institucio- 
nalidad urbanística; la primera de importancia al vetusto decreto ley 
provincial 8.912/77, norma reguladora del ordenamiento urbano y el 
uso del suelo. 

Las dos notas señaladas merecen subrayarse: por un lado, el trata- 
miento participativo de la iniciativa legal, en términos de consulta téc- 
nica y diálogo con diversos actores sociales, y, por otro lado, la vocación 
de perfeccionamiento de las políticas urbanas a partir de una concep- 
ción integradora de los principales factores que la estructuran. 

El camino deliberativo que ha guiado la sanción legal, así como la 
orientación de la generalidad de sus contenidos, son en sustancia elo- 
giables. Por ello, las palabras tomadas por Parada Vázquez? del conocido 
procesalista Francesco Carnelutti, en el sentido de que cuantas más le- 
yes se hacen peor se hacen, no se corresponden con este caso. 
  

las instancias colectivas”, no puede *... pasar sin más” al mundo de las actividades de libre 
iniciativa y disposición de los particulares (cfr. La urbanización, la edificación y el urbanismo: 
de la ciudad corporación de propietarios a la ciudad como complejo de actividades sociales, en 
Ciudad y Territorio/Estudios Territoriales 111, Madrid, 1995 (103), p. 112). 

5 En algunas de las cuales tuve ocasión de expresar puntos de vista preliminares sobre 
esa temática (v.gr. el Seminario internacional: Abordajes alternativos para el fortalecimiento de 
políticas de hábitat en la provincia de Buenos Aires, organizado por el Instituto de la Vivienda 
de la Provincia de Buenos Aires, con el apoyo del Programa para América Latina y el Caribe 
del Lincoln Institute of Land Policy, celebrado en la sede del Instituto de Estudios Judiciales 
de la Suprema Corte de Justicia provincial, los días 9 y 10 de septiembre de 2010). 

6 En el prólogo a la obra de Lora-Tamayo Vallvé, M., Urbanismo de obra pública y 
derecho a urbanizar, Madrid, 2002, p. 12. 
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Estamos ante un producto legislativo, sin duda perfectible, pero 
apto para contribuir al mejoramiento de las políticas públicas de hábitat 
y vivienda. 

IV 

Influenciada por las leyes 10.257/01 (Estatuto de la Ciudad) de la 
República Federativa del Brasil y 388/97 de la República de Colombia 
(con sus reformas y reglamentaciones), así como, entre otros documen- 
tos, por el anteproyecto de ley nacional de planificación y ordenamiento 
territorial (elaborado por el Consejo Federal de Planificación y Orde- 
namiento Territorial), el régimen que aquí se comenta se destaca por 
varios logros. A continuación va una brevísima síntesis de algunos. 

— Abre paso a la integración del planeamiento con la dinámica regu- 
ladora del urbanismo social, capítulo transitado escasamente por 
las regulaciones vigentes; e incorpora los principios ambientales y 
participativos que nutren las políticas de hábitat. 

La idea de un gobierno democrático del territorio, al servicio de la 
construcción del derecho de incidencia colectiva a la ciudad, supera la 
visión tecnocrática que subyace en el régimen del decreto ley 8.912/77. 
Temas como el déficit habitacional, la pobreza crítica o la vulnerabilidad 
social, los pasivos ambientales, los asentamientos precarios, entre otros, 
o herramientas del tipo de la regularización y urbanización de barrios 
mediante programas de lotes con servicios o de autoconstrucción, for- 
man parte de la agenda urbana actual en nuestra sociedad y nutren el 
contenido de diferentes institutos de la ley (v. gr. artículos 2, 4, 17, et- 
cétera). 

- Consagra varios de los principios estructurales modernos del ur- 
banismo, algunos de los cuales reconocen como antecedente di- 
recto a las normas del Estatuto de la Ciudad de Brasil. Ellos son: 
el derecho a la ciudad, la función social de la propiedad, la gestión 
democrática de la ciudad y el reparto equitativo de costes y ventajas 
derivados de la actividad urbanística (artículos 10 a 14), a los que 
se añade el principio de sustentabilidad o sostenibilidad urbano 
ambiental, que se halla recogido en diferentes normas de esta ley. 
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En este plano, el artículo 15 fija importantes directrices que es- 
pecificamente refieren a las claves de un urbanismo ambientalmente 
sostenible (en cuanto a los criterios de localización de proyectos habita- 
cionales, los niveles de habitabilidad, el tratamiento del espacio público, 
la cobertura de servicios, la economía de consumo energético, la accesi- 
bilidad de personas con necesidades especiales). 

Por su lado, el artículo 16 hace lo mismo con otras vertientes, tam- 
bién fundamentales, referidas a las políticas del hábitat y la vivienda 
(promoción de una justa distribución de costos y beneficios generados 
por la urbanización, presencia reguladora como factor que desaliente 
prácticas especulativas, fomento a la participación ciudadana, impulso 
a la integración socio-urbanística, etcétera). 

— Enriquece el catálogo actual del planeamiento urbanístico local al 
incluir las zonas de promoción del hábitat social” y las “zonas es- 
peciales de reserva de tierras” (artículos 8, 44 y consecutivos). 

— Incorpora y describe una serie de mecanismos y programas tras- 
cendentes para el desarrollo del urbanismo social en la provincia de 
Buenos Aires (v. gr. programa de lotes con servicios, proyectos ha- 
bitacionales generados por la organización colectiva o autogestio- 
naria de la comunidad, artículos 17 a 20; integración socio-urbana 
de villas y asentamientos precarios, artículos 26 a 36) y procura 
garantizar condiciones urbanísticas básicas aplicables a esas inicia- 
tivas (artículo 20), en lo tocante a los servicios e infraestructuras 
mínimas (artículos 23 y 24), así como a dimensiones parcelarias 
(artículos 21 y 22), aspectos todos que impondrán limitaciones y 
requerimientos en principio indisponibles para la agencia de pla- 
nificación y gestión local. 

— Provee un conjunto de herramientas de gestión y financieras para 
el desarrollo de las políticas de hábitat y vivienda (v. gr. financia- 
miento mediante un fondo fiduciario “Sistema de Financiamiento 
y Asistencia Técnica para la Mejora del Hábitat”, artículos 37 a 40). 

- Crea como recurso para el financiamiento de las políticas territo- 
riales, y como factor de equidad en la gestión urbanística, la apro- 
piación pública de las plusvalías urbanas o, como reza la norma, la 

“contribución por la valorización” generada por actos, normas o 
emprendimientos públicos que proporcionen un incremento en el 
valor de un inmueble, mejoren su rentabilidad o aprovechamiento 
(artículos 46 a 53). 
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-— Regula instrumentos de gestión como los consorcios urbanísticos 
(artículos 55 y 56) o, tomando el modelo colombiano (artículos 44 
a 46 y consecutivos, ley 388/97) el reajuste de tierras (artículos 89 a 
91), instituto mucho más amplio y, por ello, superador del engloba- 
miento parcelario o de los programas de adecuaciones de usos y re- 
conformación parcelaria, vagamente definidos en el texto origina- 
rio del decreto ley 8.912/77 (artículos 91 y 92); e instituciones como 
el Consejo Provincial de Vivienda y Hábitat (artículos 60 y 61). 

— Mejora el sistema aplicable para la movilización del suelo urbano 
inactivo o meramente especulativo, mediante la reforma de los ar- 
tículos 84 a 90 y 92 del decreto ley 8.912/77.” 

— Instituye los derechos de participación ciudadana en todas las fa- 
ses de planificación y gestión urbanística, por medio de órganos 
formalizados; debates, audiencias y consultas públicas; iniciativas 
populares para la formulación de normas relativas a planes, pro- 
gramas y proyectos de hábitat y desarrollo urbano; mesas de ges- 
tión participativa para la urbanización de villas y asentamientos 
para la elaboración e implementación de planes particulares de in- 
tegración socio urbana para lo cual se garantiza el pleno acceso a la 
información necesaria en la materia (artículos 36, 57 a 59). 

— Como reflejo o correlato del establecimiento de los derechos par- 
ticipativos y de acceso a la información, reconoce la legitimación 
amplia para articular acciones judiciales en defensa de la juridici- 
dad urbana (artículo 57, segundo párrafo). 

— Prioriza el valor jurídico del derecho a la vivienda.* Las bases nor- 
mativas que surgen de los artículos 3, 4, 5, 10, inciso a), 11 y con- 

  

7 Esta figura, presente, insisto, en el decreto ley 8.912/77, fue objeto de reformulación 
por la Ley del Hábitat, y generó una andanada de críticas mediáticas por los excesos que su- 
pondría y por hacer jugar una suerte de endemoniada amenaza expropiatoria. En esas críticas 
se ignoraba que se hallaba prevista en una legislación urbanística tan antigua como la españo- 
la de 1956 (artículos 3, apartado 4, 63, apartado 3, y 142 a 141), y que hoy día la contemplan 
en manera similar tanto la ley 388/87 de Colombia (artículos 52 a 57 y consecutivos) como el 
Estatuto de la Ciudad (artículos 5, 6 y consecutivos) con fuente en el artículo 182, $4”. 1, de la 
Constitución de la República Federativa del Brasil. 

8 El derecho a la vivienda, que no necesariamente supone la facultad de exigir en 
cualquier circunstancia el otorgamiento en propiedad de determinados bienes inmuebles 
(por más que, a no dudarlo, en nuestra cultura, la titularidad del lote o de la casa-habitación 
se encuentra sumamente arraigada en nuestra cultura, y, por cierto, no hay razón plausi- 
ble para no fomentar programas públicos encaminados hacia esa dirección y objetivo), sino 
abarca la pretensión de mantenimiento de una unidad habitacional o al realojamiento ra- 
zonable, entre diversas variables, exhibe una gran complejidad a la ahora de formular una 
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cordantes de esta ley, permiten desplegar un arco extenso de op- 
ciones para mejorar el crítico estado de cosas actual, en cuanto al 
déficit de soluciones mínimas para una gran cantidad de familias y 
personas, sobre todo en la región metropolitana de Buenos Aires.” 

V 

Hay temas que la ley no aborda y que en una hipotética reforma 
urbanística deberían ser considerados. Sólo para citar un puñado, po- 
dría referirme a los siguientes. 

  

estrategia jurídica seria en orden a su efectiva satisfacción, que en cualquier caso debiera 
garantizar a toda persona la posibilidad de disponer de un alojamiento decente (cfr. Conseil 
Constitutionnel, Décision n* 94-359, Cons. 7, DC de fecha 19/1/1995). El problema no se 
reduce a la lógica que ubica en un polo al titular del derecho frente al obligado exclusivamente 
estatal a realizarlo, que incluso la ley 14.449 ha previsto en el artículo 5”. Pese a que esa estruc- 
tura relacional delinea el marco primario en que se inserta el poder de reclamación frente al 
Estado, como responsable de las regulaciones y las actividades encaminadas a su satisfacción 
progresiva, no cabe obviar un sinnúmero de aristas que condicionan la materialidad del dere- 
cho (desde las económico-financieras, de prioridades presupuestarias, hasta las relativas a la 
disponibilidad de suelo y a la determinación de un esquema de prioridades de acceso). Ellas 
—y otras- nos enfrentan ante los límites de la juridicidad. Por ello es preciso integrar políticas, 
esfuerzos y compromisos de todos los niveles estatales, de las organizaciones no guberna- 
mentales, del sistema financiero y del propio sector privado. Por otra parte, la virtualidad 
del derecho a la vivienda o a un hábitat digno se ha hecho patente en precedentes jurispru- 
denciales y suscita, de un tiempo a esta parte, una problemática de creciente consideración 
en el marco de litigios estructurales (v. el célebre precedente “Government of the Republic of 
South Africa vs. Grootboom” (CCT11/00 [2000] ZACC 19; 2001 (1) SA 46; 2000 (11) BCLR 
1169, de fecha 4/10/2000, en el que la Corte Constitucional de Sudáfrica debió entender en 
un complejo caso, con implicaciones masivas, relativo a la situación de las personas que vi- 
vían en asentamientos informales o precarios en Ciudad del Cabo). Entre nosotros, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación trató el tema de manera general y con particular referencia 
a determinadas situaciones críticas de salud y discapacidad de personas necesitadas en el pre- 
cedente Q. 64. XLVI., *Q. C., S. Y. c. Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/amparo”, sent. 
de 24/4/2012, registrado en Fallos 335: 452, y la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aires lo hizo en los precedentes A. 70.138, *B. $ sent. de fecha 3/7/2013 y A. 71.535, “A. ,G.C. 
Amparo. R.E.N.-R.I.L/, sent. 30/10/2013. 

9 El profesor emérito de la Universidad de Nantes, René Hostiou, al referirse el fenó- 
meno de clasificación del territorio (v. gr. la zonificación por usos y la asignación de indica- 
dores en el espacio urbano), acuñó la expresión “lotería del planeamiento”. En rigor, muchas 
veces, sobre todo entre nosotros, la asignación de indicadores y usos suele ser fruto de otro 
tipo de azar, un “azar matizado” por el efecto de las presiones del mercado inmobiliario o 
de grupos próximos a los gobiernos locales. Como fuere, en lo tocante a los programas de 
vivienda, esa “lotería” pocas veces se ubicó en un casillero que favoreciera a los sectores más 
rezagados y vulnerables de la sociedad. 
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— En el plano institucional, es indispensable rediseñar el esquema de 
distribución de competencias aplicable al proceso de planeamiento 
y a la ordenación urbanística, entre provincia y municipios, dada 
la condición autonómica con que a éstos ha investido el artículo 
123 de la Constitución de la Nación. Si bien, en salvaguarda de 
intereses generales, ambientales o de cualquier modo supralocales, 
cabe admitir modalidades de articulación provincial respecto de 
las determinaciones adoptadas por las municipalidades, no pare- 
ce adecuado mantener indefinidamente un mecanismo como el 
que ha reglado el artículo 83 del decreto ley 8.912/77, que, por lo 
demás, no siempre ha sido observado en la práctica cotidiana del 
urbanismo. 

— El ordenamiento positivo debe establecer las condiciones jurídicas 
básicas generales para la elaboración, aprobación y reforma de los 
planes territoriales provinciales y de los planes urbanísticos locales, 
intermunicipales y metropolitanos, en consonancia con los princi- 
pios de sostenibilidad, acceso a la vivienda y participación ciuda- 
dana que promueve la Ley del Hábitat. 

— Una reformulación del régimen general de indicadores urbanísticos 
es también necesaria. En este orden, ciertas determinaciones, inhe- 
rentes a la potestad de definición del plan general o de detalle estric- 
tamente local, no debieran estar plasmadas de manera tan rígida en 
el texto del decreto ley 8.912/77 (v. gr. los premios del artículo 47). 
Algo similar sucede con la, tan extraña como anómala, potestad de 
otorgamiento de excepciones urbanísticas, por vía de decreto pro- 
vincial, que habilita el artículo 102 del citado decreto ley. 

— La ley 14.449 ubica en la esfera provincial a la autoridad de apli- 
cación (artículo 7”), y el decreto reglamentario 1.062/13 la deter- 
mina: es el Ministerio de Infraestructura. Pero, en gran medida, la 
gestión urbanística o del hábitat descansa en un conjunto de reglas, 
determinaciones y responsabilidades de los municipios. La arti- 
culación de roles los dos niveles estatales implicados sigue siendo 
deficiente.' 

  

10 La nueva norma legal no logra plasmar los presupuestos institucionales para la 
coordinación en las políticas territoriales y del hábitat (por ejemplo, hasta qué punto juega 
como responsabilidad concurrente el conjunto de acciones definidas en el artículo 8” no es 
algo claramente discernible del texto legal). Conocidos estudios comparados informan acerca 
de la necesidad de coordinación y articulación multinivel como una de las piezas claves en 
toda política de hábitat (cfr. Conseil d “État, Droit au logement, droit du logement, Documen- 
tation Francaise, París, 2009). 
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- Es preciso también estructurar en el marco de la agenda urbana 
los mecanismos y herramientas para diseñar programas de soste- 
nibilidad ambiental por sectores o especialidades, de protección 
del patrimonio de interés público (histórico, cultural, artístico, ar- 
quitectónico) y del paisaje, así como para abordar otros rubros de 
primer orden, la integración a los esquemas y planes territoriales 
y urbanísticos, v. gr. los proyectos referidos al transporte público, 
prevención de inundaciones, manejo de residuos, entre otros te- 
mas fundamentales de la problemática contemporánea de nuestras 
ciudades. 

- Parece menester fijar el alcance del sistema de protección judi- 
cial de le juridicidad urbano-ambiental, por referirse a un tipo de 
conflicto que abarcar una diversidad de problemas y compromete 
también una variedad de intereses de orden público, de incidencia 
colectiva en general y de índole particular. 

— Por fin, se torna indispensable regular lo atinente a la disciplina 
urbanística, los denominados convenios urbanísticos, los efectos 
temporales de los cambios de los planes y normas de ordenamiento 
urbano y su relación con los actos aplicativos de las normas im- 
plicadas, y también delinear una estructura institucional para la 
realización de planes y estrategias de gestión territorial en el área 
metropolitana.'* Son todos puntos esenciales en un sistema jurídi- 
co que acometa el desafío del gobierno del territorio en la provincia 
de Buenos Aires. 

vI 

A estas anotaciones -como a varias reflexiones cuyo desarrollo 
excedería el marco de esta presentación- me ha llevado el enjundioso 
comentario a la ley 14.449, 

La seriedad en el análisis es otro los puntos valorables de esta obra. 
Se examina el sistema normativo sin perder de vista el contexto históri- 
co social en el que se inscribe, ni eludir la toma de posición axiológica 
que anima a los autores. Tampoco se descuida el fundamento concep- 
tual de las instituciones de la ley, lo que permite comprender el alcan- 
  

11 Cuestión sobre la que he puesto énfasis en Consideraciones sobre las áreas metro- 
politanas y las iniciativas de organización en el Gran Buenos Aires, en V.A., Temas de derecho 
administrativo, en honor al profesor doctor Agustín A. Gordillo, La Plata, 2003. 
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ce de cada una de ellas. De este modo, los autores realizan un aporte 
significativo para el despliegue de políticas públicas territoriales en el 
marco de una agenda de derechos colectivos primarios a la vida digna, 
cuyos resultados, al final del camino, deberán prevalecer sobre aquellos 
otros, deficitarios, que han sucedido en la realidad del país, reflejo de la 
aplicación de modelos guiados por la pura maximización especulativa 
o rentística del suelo. 

El presente libro, en suma, refuerza el sentido de esa llamada a 
la renovación de las instituciones urbanísticas y la consecución de los 
valores y bienes inherentes a la construcción de un derecho a la ciudad 
sustentable e inclusiva de la que se hizo eco la Ley del Hábitat. 

Daniel Fernando Soria. 
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Una mirada del contexto 

Cuando reconocemos la lucha de aquellos que soñaron una na- 
ción libre, justa y soberana, nos ponemos de cara a verificar logros y 
deudas que nos conduzcan a avanzar hacia los objetivos de realización 
colectiva esperados, sin los cuales es imposible pensar en la construc- 
ción de ciudadanía plena. 

La agenda urbana nos propone luces y sombras que nos permiti- 
rán analizar el nivel de satisfacción o insatisfacción de nuestro pueblo y 
el grado de avance o retroceso de las políticas públicas que se han veni- 
do desarrollando en los últimos tiempos.'* 

La consolidación de la democracia argentina, que lleva 31 años 
ininterrumpidos, permite niveles de análisis profundos y científicos. Sin 
duda, contamos con instituciones sólidas y una importante participa- 

ción ciudadana que se expresa en la lucha posible por el reconocimiento 
de derechos humanos años atrás impensados. 

Esta realidad, en que conviven el sueño libertario de 1810 y la frus- 
tración a la que nos empujan viejas prácticas propias de un Estado colo- 
nial, es la que intenta desmontar la ley 14.449, denominada de “Acceso 
Justo al Hábitat”, que analizaremos más adelante en los capítulos. 

LA CIUDAD INFORMAL: 

Creemos importante, antes de adentrarnos en el análisis del arti- 
culado de la ley, poder resaltar algunos puntos críticos que fueron teni- 
  

12 Scatolini, Luciano, La agenda urbana, entre luces y sombras del Bicentenario. Revis- 
ta Forum de Direito Urbano e Ambiental, noviembre-diciembre del año 2010. N* 54, 
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dos en cuenta, por el legislador, en el momento de sancionarse la norma 
bajo análisis. Ello en virtud de que parte de nuestra historia reciente ha 
estado signada por una característica que se reproduce sin encontrar las 
respuestas adecuadas que permitan revertir una tendencia que se pro- 
fundiza: ciudades que crecen aumentando la brecha urbana, convirtien- 
do en regla la contradicción existente entre el paradigma ciudad formal 
versus ciudad informal. 

Encontrar las causas que producen la ciudad informal, tal vez sea 
la tarea más sencilla, ya que responden a las mismas lógicas en las que 
operan las teorías económicas de la globalización.'* Nuestro mayor de- 
safío será indagar en aquellas prácticas que se vienen desarrollando y 
otras propuestas, que transformen el espacio urbano en un ámbito arti- 
culador de aquel principio consagrado en las estrofas de nuestro himno 
nacional, *...ved en trono a la noble igualdad” 

Por ello aquí el esfuerzo es pensar el territorio como un todo, en 
el que más allá de ser el espacio articulador de las relaciones sociales,'* 
es el objeto de estudio, de acción, de planificación y de reconocimiento 
de la soberanía nacional sin la cual no se alcanza el estatus jurídico de 
Estado nación. 

Debemos por lo tanto describir causas y consecuencias que pro- 
ducen la ciudad informal, indagar sobre los actores que con su acción 
llevan adelante los cambios necesarios e identificar responsabilidades 
ciertas que nos impiden avanzar sobre la construcción de ciudades más 
justas. 
  

13 Los autores alemanes Hans Peter Martin y Harald Schumann hacia el año 1996 
definían que los más poderosos hombres y mujeres del mundo de la política y los negocios 
reunidos en el Hotel Fairmont de San Francisco reducían el futuro a un par de números y un 
concepto: “20 a 80” y “tittytainment”; consideraban que el 20% de la población activa bas- 
taría para mantener en marcha la economía mundial y para el 80% restante sólo había que 
asegurar alimento suficiente y entretenimiento ensordecedor. La trampa de la globalización. 
El ataque contra la democracia y el bienestar, Ed. Taurus 1999. Ver, entre otros autores, Samir 
Amin, Más allá del capitalismo senil, Ed. Paidós, 2003; Bernardo Klisberg y Amartya Sen, 
Primero la gente, Ed. Temas, 2007, y Richard Sennet, La cultura del nuevo capitalismo, Ed. 
Anagrama, 2006. 

14 Juan D. Lombardo considera que el espacio urbane no es simple reflejo de las 
relaciones sociales, sino parte constituyente de ellas. Es el lugar donde estas relaciones se 
concretan, no donde se reflejan, ver Lombardo, Juan D. en Paradigmas urbanos y construcción 
social de la ciudad, Ed. UNGS, en obra colectiva Paradigmas urbanos, p. 16 y sigs. 
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Creemos que éste es uno de los aspectos más valiosos de la ley que 
analizamos, ya que ella establece claros conceptos filosóficos, ideológi- 
cos y jurídicos, que permiten afianzar sus objetivos e instrumentos de 
actuación. 

EL INACCESIBLE MERCADO DE SUELO: 

La principal causa de informalidad en la Argentina está constitui- 
da por la falta de acceso al suelo con servicios, que afecta a más de la 
mitad de la población económicamente activa. 

Las prácticas del mercado de tierra y vivienda urbana han venido 
respondiendo a lógicas especulativas con nula o casi nula regulación 
estatal. Análisis consolidados del funcionamiento de dicho mercado 
inmobiliario'* indican que, con posterioridad a la crisis económica, po- 
lítica y social del año 2002 -época en la que el metro cuadrado en el 
mercado formal tocó su piso en la ciudad de Buenos Aires (u$s 214 
m*)-, ha aumentado el precio del metro cuadrado construido en valores 
relativos más de un 375%, superando así los márgenes de rendimiento 
de cualquier actividad productiva e incluso financiera. 

Esto determinó que, a pesar de la expansión de la oferta residen- 
cial, empeoraron las condiciones para el acceso a la vivienda, circuns- 
tancia que perjudica a los sectores sociales que, con baja capacidad de 
ahorro e inaccesibilidad a créditos bancarios, dependen del salario para 
acceder a un inmueble dentro del mercado formal. 

El comportamiento del mercado se ha inclinado a los sectores de 
más alto poder adquisitivo, lo que generó una doble concentración del 
mercado inmobiliario: el territorial y de categoría de vivienda. 

Asimismo, las prácticas de los propietarios del suelo han estado 
ligadas con maniobras tendientes a la retención de terrenos en zonas de 
  

15 Véase, entre otros, a Carlos Morales Schechinger en Políticas de suelo urbano, ac- 
cesibilidad de los pobres y recuperación de plusvalías, en texto que forma parte de la investiga- 
ción denominada “La renta del suelo, las finanzas urbanas y el municipio mexicano” desarro- 
llada en la Universidad Nacional Autónoma de México. 

16 Luis Baer en Crecimiento económico, mercado inmobiliario y ausencia de política 
de suelo. Un análisis de la expansión del espacio residencial de la Ciudad de Buenos Aires en los 
2000. Revista Proyección 5. Ordenamiento territorial, Argentina, 2008, Año 4, Vol. 2, número 5. 
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ensanche o expansión urbana, así como también en las que el Estado ha 
venido ejecutando importantes obras de infraestructura.'” 

Paradójicamente, el período mencionado también ha sido el de ma- 
yor inversión estatal en obras públicas y de equipamiento comunitario,'* 
en el que se llevan ejecutadas obras en todo el país con aportes genuinos 
del Estado nacional,*? así como también el de mayor independencia en 
materia de toma de decisiones macro económicas.” 

Entre las causas de insatisfacción social más importantes en este 

aspecto podemos destacar: 

— La falta de acceso al crédito por parte de los sectores de bajos 
y medios ingresos: 

Esto se debe a créditos hipotecarios con elevadas tasas de inte- 
rés, restringida oferta y una inapropiada relación entre cuota e ingreso. 
Entre los años 2003 y 2006 el 96% de las operaciones inmobiliarias se 
realizó por fuera del mercado crediticio. 

La mayoría de la banca se encuentra en manos privadas, que du- 
rante los últimos años no ha puesto a disposición líneas crediticias para 
vivienda, sí lo ha hecho la banca pública pero exigiendo ingresos fami- 
liares mensuales mínimos de al menos dos mil dólares, para financiar a 
veinte o treinta años hasta el 65 % del valor de la vivienda, con tasas de 
interés superiores al 15 % anual. 
  

17 Véase Juan Luciano Scatolini, Acceso a la tierra, informalidad y concentración, en 
RAP, octubre-noviembre de 2007, N* 55 y 56, pág. 177 a 191. 

18 A sólo título de ejemplo en el partido de 3 de Febrero, provincia de Buenos Aires, 
se destinaron 80 millones de dólares en los últimos siete años para la construcción de 3.821 
viviendas, 709 mejoramientos habitacionales. En dichas viviendas habitan más de 10.000 
personas, con una superficie cubierta de 42 m*. Asimismo se ejecutaron obras cloacales y de 
pavimentación de calles. Fuente: diario Clarín del 16 de junio de 2010, pág. 21. Nota reali- 
zada con motivo de la entrega de viviendas por parte de la presidenta de la Nación Cristina 
Fernández junto al intendente municipal Hugo Curto. 

19 Véase Informe Plan estratégico territorial Argentina del Bicentenario 1816-2016, 
editado por el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, año 2008. 

20 La Argentina canceló su deuda por diez mil millones de dólares con el Fondo Mo- 
netario Internacional, evitando de este modo tener que cumplir con las pautas de inversión 
y desarrollo indicadas por este organismo internacional, que condujo durante la década del 
90 a la peor crisis económica y social de la historia argentina. Asimismo se implementaron 
políticas de recuperación de activos, tales como la reestatización de los fondos del sistema 
nacional de jubilaciones y pensiones. 
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En el año 2012 la Argentina, a través de la sanción del decreto 
902/12 del Poder Ejecutivo nacional, se ha planteado una nueva pers- 
pectiva para el acceso a la vivienda nacional con la conformación del 
Programa de Crédito Argentino (Pro.Cre.Ar), que más adelante desa- 

rrollaremos. 

- Falta de acceso al mercado de alquileres: 

Ante un mercado regido por prácticas de propietarios patrimonia- 
listas e inversionistas, tal como definió Morales, que compran vivienda 
como reserva de valor o inversión y la falta de regulación estatal, se ha 
generado una escasez relativa de unidades de vivienda destinadas a fa- 
milias de ingresos medios o bajos que provocan altos costos de locación. 
Ello sumado sí a la fuerte regulación prevista en la ley de alquileres ur- 
banos en cuanto a requisitos y garantías reales que deben cumplimentar 
los futuros inquilinos.” 

— Escasa oferta de suelo público destinado a proyectos de vivienda social 
o autogestionada: 

Hasta la sanción de la ley 14.449, no contábamos con una legis- 
lación que obligue a los desarrolladores inmobiliarios en sus planes y 
proyectos a destinar parte del suelo con destino a vivienda de interés 
social, como por ejemplo en las leyes colombianas. 

Asistimos, como dice la socióloga Saskia Sassen,” las distintas for- 
mas de expulsión del territorio nacional por el mercado global. El Estado 
nacional soberano implica necesariamente un Estado con autoridad para 
admitir un reclamo, para proteger a sus ciudadanos más débiles. 

— Incorrecto encuadre normativo para el desarrollo urbano 
con inclusión social: 

Además de la ausencia de una norma nacional que establezca los 
parámetros que deben ser tenidos en cuenta para la ocupación, subdi- 
  

21 Han sido presentados propuestas legislativas como la del legislador Juan Caban- 
dié tendientes a regular con un sentido social el mercado de alquileres e incluso prever la 
creación de fondos estatales de garantía, sin que las mismas hayan podido ser sancionadas. 

22 Véase Saskia Sassen en Territorio, autoridad, derechos. Ed. Katz, 2010. 
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visión y equipamiento del suelo urbano, tratándose de un país federal y 

de en gran parte facultades no delegadas a la nación, solo dos provincias 

cuentan con leyes de desarrollo urbano.* 

En el caso de la provincia de Buenos Aires, territorio donde habi- 

tan casi 20 millones personas,?** antes de la sanción de la ley 14.449, regía 

sólo el decreto ley 8.912/77, de uso de suelos y ordenamiento territorial, 

producto de un gobierno dictatorial, que ha venido siendo fuertemente 

criticado tanto por especialistas”? como por los propios operadores del 

sistema. 

Este decreto ley del año 1977,% no dispone de un solo artículo 

que prevea la ocupación de suelo destinado a sectores populares, res- 

pondiendo a un estilo elitista y tecnocrático del urbanismo. No prevé 

obligaciones para los desarrolladores inmobiliarios de destinar parte del 

suelo a viviendas de interés social, menos aún de instancias participa- 

tivas. 

Asimismo, hasta la sanción de la ley 14.449, el proceso de valoriza- 

ción era aprovechado en forma absoluta por los propietarios del suelo, 

impidiendo que la colectividad se beneficiara con parte de él, circuns- 

tancia estructuralmente injusta que no responde a los más modernos 

criterios de desarrollo urbano.” 
  

23 Las provincias de Buenos Aires y Mendoza son las únicas. 

24 Según el Censo del año 2010, la cantidad de habitantes de todo el territorio ar- 
gentino ascendía a 40.091.359, de los cuales 18.485.510 habitaban en la provincia de Buenos 
Aires y en la Ciudad Autónoma. 

25 Véase Eduardo Reese, La situación actual de la gestión urbana y la agenda de las 
ciudades en la Argentina, en obra colectiva Medio Ambiente y Urbanización; Ed. TED - AL, 
noviembre 2006, número 65. pág. 3 a 21. 

26 En la provincia de Buenos Aires la Ley de Uso de Suelos y Ordenamiento Terri- 
torial, decreto-ley 8.912, fue sancionada el 24 de octubre de 1977 durante el gobierno de 
facto del general Ibérico Saint Jean, gobernador bonaerense del Proceso de Reorganización 
Nacional. 

27 No se implementan instrumentos de participación en plusvalías urbanas (como lo 
llaman en Colombia), o de gestión social de la valorización inmobiliaria (como lo hacen en 
Brasil), acentuándose de ese modo aún más la ya existente desigual distribución de la renta 
urbana. 
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- Falta de políticas activas referidas a vacíos urbanos:* 

Los vacíos urbanos están compuestos por todos aquellos lotes de 
terreno que se encuentran alcanzados por las normas urbanísticas, en 
cuanto a su potencial edificatorio y servido con infraestructura suficien- 
te para su habitabilidad. 

A pesar de formar parte de la trama urbana de las ciudades, se 
encuentran libres de ocupantes por motivos diversos: abandonados, va- 
cantes o en “proceso de engorde”. En todos los casos una falta de polí- 
ticas activas para su dinamización retrae el mercado y eleva los precios 
del suelo.” 

- Inexistencia de parámetros tributarios que contribuyan a limitar 
la especulación: 

Otro de los factores que inciden negativamente y alientan la espe- 
culación es la falta de políticas tributarias que presionen sobre el suelo 
OCIOSO. 

La falta de actualización de los métodos valuatorios, unida a la 
desactualización de los valores de referencia? que se toman en cuenta 
para establecer la base imponible, alientan la retención de suelo como 
reserva valor. Como contrapartida, de aplicarse un fuerte impuesto in- 
  

28 Vacíos urbanos “espacios remanentes a la dinámica urbana: aquellos terrenos que 
permanecían vacíos o subutilizados; o que todavía reconocidos como urbanos y servidos 
directamente o muy próximos a infraestructuras ya instaladas, no se desarrollan en la pleni- 
tud de su potencial, contrariando el principio de función social de la propiedad”, Clichevsky, 
Nora (1999), Tierra vacante en Buenos Aires: entre los loteos populares y las áreas exclusivas. 
Internacional Seminar on Vacant Land: Challenges and Opportunities. Río de Janeiro. 

29 Ver Capítulo V, análisis del artículo 65 de la ley 14.449. 

30 A diferencia de América latina, Estados Unidos y Canadá tienen una base de re- 
caudación del impuesto a la propiedad que, en términos generales, se considera estable y 
eficiente tanto en términos de previsión de ingresos para los gobiernos locales como en tér- 
minos de su administración y recaudación. Los sistemas de valuación de inmuebles están 
perfectamente desarrollados así como los procedimientos para su recaudación. Por la tanto 
en América del Norte uno habitualmente encuentra tasas impositivas de 3 a 4% en valores 
de propiedad relativamente bien tasados y el porcentaje de recaudación para el impuesto a la 
propiedad está por encima del 90% en todos los estados de las Estados Unidos; por el contra- 
rio, en América Latina el impuesto inmobiliario raramente grava las propiedades por encima 
del 1% de su valor fiscal. El que además se encuentra marcadamente por debajo de su valor 
de mercado (Smolka £ Ambrosi 2001). 
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mobiliario se desalentarían las prácticas especulativas y se facilitaría 
una mayor recaudación que podría destinarse al mejoramiento de la 
infraestructura y de los servicios urbanos, especialmente en zonas pos- 

tergadas de la ciudad.” 

- Proliferación de loteos ilegales: 

Éste es un fenómeno multicausal que se verifica en todos los países 
latinoamericanos y en vías de desarrollo. Numerosos trabajos” y auto- 
res tratan de explicar este fenómeno que no se detiene, sino que crece a 
través de nuevos asentamientos informales a tasas dos a tres veces ma- 
yores a la del crecimiento de la población urbana formal.*” 

En la Argentina esta situación tiene como responsables a desarro- 
lladores piratas, propietarios especulativos, dirigentes políticos locales 
cómplices con tales prácticas” y legisladores que no ponen límites y 
sanciones a estas acciones.* 

Los ciudadanos en la mayoría de los casos son víctimas de su pro- 
pia necesidad de acceder al suelo, comprando de buena fe lotes en zonas 
rurales que no pueden ser subdivididas, sin servicios o a falsos titulares 
de dominio que transmiten derechos posesorios que luego no pueden 
ser regularizados, produciéndose fuertes conflictos sociales. 
  

31 Enla sección II artículo 39 de la ley bajo estudio, se prevé justamente la fijación de 
una contribución adicional del 50% en el impuesto inmobiliario correspondiente “a la planta 
urbana vacante y los baldíos”. 

32 Ver Edesio Fernandes y Ann Varley en Ciudades ilegales. La ley y el urbanismo en 
países en vías de desarrollo. Ed. Promesha, año 2003. 

33 Ver Edesio Fernandes y Martin O. Smolka, en Regularización de la tierra y pro- 
gramas de mejoramiento: nuevas consideraciones. Ed. Land Lines, julio de 2004, volumen 16, 
número 3, Lincoln Institute Of Land Policy. 

34 Ver Jordi, Borja en Revolución urbana y derecho a la ciudad. Ed. Olacchi y MDMQ. 
mayo 2011. páginas 175 y ss. 

35 Actualmente el autor del presente ha elevado, en colaboración con la Subsecreta- 
ría de Asuntos Municipales, un proyecto que se encuentra en proceso de análisis por parte 
del Poder Ejecutivo, para la prevención y sanción de loteos clandestinos, haciendo valer los 
mismos derechos que posee cualquier usuario o consumidor protegido por Ley Nacional de 
Defensa de los Derechos de Usuarios y Consumidores. La propuesta obliga a que toda oterta 
pública de lote o vivienda única, familiar y de ocupación permanente cuente con cartillas 
instructivas e información urbanística de fácil comprensión para la comunidad con una au- 
toridad administrativa de aplicación, entre otros aspectos. 
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- Mal direccionamiento de los recursos públicos: 

Se verifican fuertes inversiones públicas en zonas centrales diri- 
gidas a sectores medios o altos y la asignación de infraestructura vial 
y de servicios para el ensanche de la trama urbana donde se localizan 
urbanizaciones cerradas.* 

Durante los años noventa se han realizado inversiones de entre 
3.500 y 4.000 millones de dólares solamente en nuevas urbanizaciones 
privadas (barrios cerrados, clubes de campo, marinas, chacras y ciu- 
dades privadas) con alrededor de 4.000.000 de m* cubiertos construi- 
dos y ocupando una superficie total aproximada de 30.000 hectáreas o 
300 km, sólo estas tipologías expandieron un 10% la superficie total 
aproximada del Área Metropolitana de Buenos Aires. 

- El concepto de propiedad privada: 

Creemos que las políticas que se deben llevar adelante en materia 
de acceso a la tierra como presupuesto básico para el desarrollo huma- 
no, deben partir de una redefinición del concepto de propiedad privada. 
Es fundamental abordar el debate considerando que las formas de ejer- 
cicio de la propiedad, en tanto mecanismo esencial de ejercicio del po- 
der, justifican tanto la generación de conflicto y violencia como su re- 
solución.” 

Nuestro país posee un arraigado concepto de la propiedad de ori- 
gen civilista, basado en principios ideológicos que inspiraron al legisla- 
dor del código de Vélez Sarsfield. 

  

36 Clichevsky Nora, Mercado de tierra y sector inmobiliario en el Área Metropolita- 
na de Buenos Aires. Transformaciones e impactos territoriales, informe Conicet, documento 
presentado en el VI Seminario de la Red de Investigadores en Globalización y Territorio, 
Rosario, mayo de 2001. 

37 Maldonado Capello, María de las Mercedes, La propiedad en la Constitución co- 
lombiana de 1991. Superando la tradición del Código Civil, parte de la tesis doctoral de la re- 
ferida autora, en Urbanismo, Université de Paris XII, Laboratoire d'anthropologie juridique 
de Paris. 

27 -





Ley de Acceso Justo al Hábitat 

El diagnóstico realizado ha sido abordado en el marco de la ley 
14,449, de acuerdo con criterios amplios, pero que también dan pre- 
cisión y parámetros de actuación de las políticas públicas que deberán 
llevarse en adelante en la materia. 

CAPÍTULO Il 

Disposiciones generales 

.. Los derechos tienen una misión social que cumplir, contra la cual 
no pueden rebelarse; no se bastan a sí mismos, no llevan en sí mismos su 
finalidad, sino que ésta los desborda al mismo tiempo que los justifica; 
cada uno de ellos tiene su razón de ser, su espíritu, del cual no podrían 
separarse...”. Louis Josserand* 

Movimiento hacia la reforma urbana: 

Es importante destacar que los objetivos y directrices generales 
que plantea la ley son el fruto de un movimiento para la reforma urba- 
na, un generoso aporte hacia formas más justas de planificación y tam- 
bién un marco legal para que tanto los actores gubernamentales, como 
las organizaciones sociales, puedan pensar en conjunto el diseño de los 
barrios y la urbanización de situaciones existentes, en un marco partici- 
pativo y de plena transparencia. 
  

38 Louis Josserand, Derecho civil, tomo II, volumen 1. Ediciones Jurídicas Europa- 
América, Bosch y Cía. Editores, Buenos Aires, pág. 226. 
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Este convencimiento parte del reconocimiento del derecho a la 
vivienda, como un derecho humano fundamental, y como tal, sirve de 
garantía jurídica universalmente proclamada que protege a los indivi- 
duos y los grupos contra acciones y omisiones que interfieren con las 
libertades, los derechos fundamentales y con la dignidad humana. 

El analizar el derecho a la vivienda desarrollado en la presente ley,? 
como un derecho humano, implica aplicar la perspectiva de enfoque de 
derechos en toda práctica que lo materialice.* En este sentido las Naciones 
Unidas ha dicho que “Un enfoque basado en los derechos humanos identifi- 
ca a los titulares de derechos y aquello a lo que tienen derecho, y a los corres- 
pondientes titulares de deberes y las obligaciones que les incumben, y procura 
fortalecer la capacidad de los titulares de derechos para reivindicar éstos y 
de los titulares de deberes para cumplir sus obligaciones”.* Por esta razón, 
toda acción del Estado, ya sea nacional, provincial o municipal, debe con- 
templar los “principios operacionales” contenidos en los tratados interna- 
cionales de derechos humanos, que deben orientar a las políticas públicas 
aplicadas desde un enfoque de derechos, tales como “la universalidad e 
inalienabilidad; indivisibilidad; interdependencia e interrelación; igualdad 
y no discriminación; participación e inclusión, y rendición de cuentas e 
imperio de la ley”.* 

Con respecto al principio operacional de “indivisibilidad de los 
derechos humanos”, el relator especial señor Miloon Kothari, en su in- 
forme “La vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a 
un nivel de vida adecuado y sobre el derecho de no discriminación a 
  

39 Con sustento constitucional, al estar consagrado en las Constituciones nacionales 
y provinciales, conjunto los instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, ana- 
lizados en los próximos artículos. 

40 El enfoque de derechos establece una clara distinción entre un derecho y una ne- 
cesidad, parte del reconocimiento de que toda persona es sujeto titular de derechos inheren- 
tes a su condición humana; las necesidades no tienen valor de obligación, en cambio el reco- 
nocimiento de un derecho establece claras obligaciones para el Estado y para los particulares, 
pudiendo exigir su cumplimiento. Hablar de derechos implica hablar de quién tiene respon- 
sabilidades en relación a esos derechos. Ver Naciones Unidas. Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2006). Preguntas frecuentes sobre el en- 
foque de derechos humanos en la cooperación para el desarrollo. Nueva York, Naciones Unidas. 

41 Ídem. 

42 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Guía para la planificación 
local desde la perspectiva de los derechos humanos. Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ar- 
gentina, año 2011. Páginas 13, 14 y 15. 
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este respecto”,* afirma que el derecho a una vivienda adecuada perdería 
su sentido si no se adoptara un enfoque que destaque la indivisibili- 
dad de los derechos humanos. En todo su trabajo, el relator especial ha 
demostrado que las interrelaciones que existen entre el derecho a una 
vivienda adecuada y otros derechos humanos afines, como el derecho 
a la alimentación, el agua, la salud, el trabajo, la tierra, los medios de 
vida, la propiedad y la seguridad de la persona, así como a la protección 
contra el trato inhumano y degradante, la no discriminación y la igual- 
dad de géneros, son la base de la realización del derecho a una vivienda 
adecuada. Este enfoque se ha reflejado en la definición elaborada por 
él: “El derecho humano a una vivienda adecuada es el derecho de todo 
hombre, mujer, joven y niño a tener un hogar y una comunidad seguros 
en que puedan vivir en paz y dignidad". 

Asimismo, desde este entendimiento es que la Relatoría Especial 
de las Naciones Unidas sobre el derecho a la vivienda señala que los 
Estados tienen al menos tres deberes generales: procurar por todos los 
medios posibles que todas ¡as personas tengan acceso a recursos habi- 
tacionales adecuados para su salud, bienestar y seguridad; facilitar que 
quien carezca de hogar tenga una vivienda inadecuada o se encuentre 
incapacitado para ejercer los derechos vinculados con recursos habi- 
tacionales, la interposición de reclamos y demandas; y adoptar, en un 
tiempo razonablemente breve, medidas que al menos indiquen el re- 
conocimiento político y normativo de ios elementos constitutivos del 
derecho a la vivienda.** 

En la provincia de Buenos Aires, desde hace varias décadas los 
sectores populares despliegan un conjunto de estrategias para lograr el 
reconocimiento de su lugar en la ciudad. Villas de emergencia y asen- 
tamientos, entre otras, son algunas de las múltiples modalidades que 
los sectores populares han desarrollado para hacerse lugar en el espa- 
cio urbano, evidenciando la gestación de una nueva fisonomía urbana 
en la cual las prácticas habitacionales conformadas por los sectores de 
  

43 Consejo de Derechos Humanos ONU. A/HRC/7/16- 13 de febrero de 2008. Infor- 
me del relator especial sobre “la vivienda adecuada como elemento integrante del derecho 
a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho de no discriminación a este respecto”, señor 
Miloon Kothari. Párrafo 4”. 

44 Ver Pisarelio, G. Vivienda para todos: un derecho en (de) construcción. Barcelona: 
Icaria, año 2003. 

-31-



Luciano Scatolini 
  

menores ingresos ponen de manifiesto un marcado contraste con las 
urbanizaciones cerradas desarrolladas por los sectores medios-altos y 
altos de la sociedad. 

En línea con las recomendaciones de expertos locales e interna- 
cionales, y frente a diversas violaciones de derechos y apremiantes ne- 
cesidades sociales, es que se tornó en imperativo el desarrollo de una 
política provincial que exhiba la integralidad y articulación normativa 
necesarias desde un enfoque de derechos, para la modificación de la 
lógica de la redistribución de la propiedad de la tierra destinada a desa- 
rrollo residencial, 

El pueblo y el Estado bonaerense, durante los últimos años a partir 
de un proceso colectivo, dieron comienzo a un movimiento de refor- 
ma urbana, que en su momento inició el Instituto de la Vivienda de la 
provincia, acompañado por el Foro de Organizaciones de Tierra, In- 
fraestructura y Vivienda de Buenos Aires (Fotivba), esfuerzos que se 

plasmaron en propuestas legislativas que sirvieron de antecedente a la 
presente ley. 

Es desde un enfoque de derechos humanos, en el que se pensaron 
y desarrollaron las acciones propuestas por esta normativa para garan- 
tizar el derecho a una vivienda digna, a un hábitat adecuado y resolver 
progresivamente el déficit habitacional existente en la provincia de Bue- 
nos Aires. Este enfoque introduce un planteamiento holístico y suprime 
los sesgos sectoriales, facilitando una respuesta integral a problemas ha- 
bitacionales que tienen múltiples dimensiones.* 

En este orden de ideas, la ley 14.449 brinda al Estado herramientas 
legales para intervenir en lo que se denomina la “producción del suelo”, 
esto es generar lugares nuevos o utilizar aquellos que estén ociosos, a 
los fines de disminuir el número de personas con problemas de acceso 
habitacional. Se desarrollan instrumentos de actuación que permiten 
la generación y facilitación de la gestión de proyectos habitacionales, 
de urbanizaciones sociales y de procesos de regularización de barrios; 
  

45 Esto es, tener en consideración el marco social, político y legal que determina la 
relación entre las instituciones y las exigencias, los deberes y las responsabilidades resultantes. 
Se tiene en cuenta la familia, la comunidad, la sociedad civil y las autoridades locales y nacio- 
nales. Ver Naciones Unidas. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (2006). “Preguntas frecuentes sobre el enfoque de derechos humanos en 
la cooperación vara el desarrollo”. Nueva York, Naciones Unidas. Págs. 16 y 17. 
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que abordan y atienden integralmente la diversidad y complejidad de la 
demanda urbana habitacional, y generan nuevos recursos que permiten 
reducir las expectativas especulativas de valorización del suelo. 

Artículo 1* - Objeto. La presente ley tiene por objeto la promoción 
del derecho a la vivienda y a un hábitat digno y sustentable, conforme lo 
establece la Constitución de la provincia de Buenos Aires. Sus objetivos 

específicos son: 

a) Promover la generación y facilitar la gestión de proyectos habi- 
tacionales, de urbanizaciones sociales y de procesos de regula- 
rización de barrios informales. 

b) Abordar y atender integralmente la diversidad y complejidad de 
la demanda urbano habitacional. 

c) Generar nuevos recursos a través de instrumentos que permi- 

tan, al mismo tiempo, reducir las expectativas especulativas de 

valorización del suelo. 

La ley, en cuanto a su objeto, aborda en forma descriptiva la cen- 
tralidad de la problemática del hábitat, que, como ha quedado planteada 
en la introducción, se nutre de lógicas con fuertes componentes de ten- 
sión social, en cuanto al aprovechamiento de la renta urbana. 

Para ello, focaliza la intervención del Estado partiendo del viejo 
dilema en que se debaten las políticas urbanas: acciones preventivas 
(promover la generación y faciliter la gestión de proyectos habitaciona- 
les, con generación de nuevos recursos) y políticas curativas (regulari- 
zación de barrios informales). 

De esta manera viene desarrollando sus perspectivas Edesio 
Fernandes,* quien propone una mirada diferente del orden jurídico 
urbano, ya que plantea que las ciudades son un producto de procesos 
colectivos, y la promoción de un régimen territorial equilibrado es al 
mismo tiempo un derecho colectivo y una obligación del Estado. El 
ordenamiento urbanístico no se puede determinar exclusivamente por 

los derechos individuales y los intereses de los propietarios del suelo, ni 
tampoco por los derechos del Estado únicamente. 
  

46 Edesio Fernandes y María Mercedes Maldonado Copello. El derecho y la política 
de suelo en América Latina: nuevos paradigmas y posibilidades de acción. Revista Forum de 
Direito Urbano e Ambiental, noviembre-diciembre del año 2010. N* 54, 
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Por lo tanto, creemos que el objeto de la presente ley debe ser pro- 
mover la intervención pública, generando regulación y limitaciones ad- 
ministrativas sobre el derecho de propiedad, que deben ser entendidas 
al mismo tiempo, como responsabilidades, requisitos y oportunidades 
para un desarrollo humano con cohesión social. 

Artículo 2* —- Lineamientos generales. La presente ley define los li- 
neamientos generales de las políticas de hábitat y vivienda y regula las 
acciones dirigidas a resolver en forma paulatina el déficit urbano habita- 
cional, dando prioridad a las familias bonaerenses con pobreza crítica y 
con necesidades especiales. 

La igualdad de oportunidades en el acceso a una vivienda 
y hábitat digno 

El proceso de desarrollo urbano, en nuestro país, y en especial en 
la provincia de Buenos Aires, ha definido ganadores y perdedores. Den- 
tro de los primeros están quienes se han visto beneficiados por el de- 
sarrollo y crecimiento que ha experimentado nuestro país en la última 
década, absorbiendo para sí la mayor parte de la renta urbana a partir 
de mecanismos de apropiación de la valorización inmobiliaria, del mis- 
mo modo, están vastos sectores sociales definidos en este artículo como 
“familias bonaerenses con pobreza crítica y necesidades especiales”, que se 
ven obligados a habitar nuestro territorio en la informalidad, margina- 
lidad y la exclusión de la riqueza urbana. 

El artículo analizado, parte del reconocimiento constitucional del 
derecho a la vivienda y a un hábitat digno, proponiendo resolver pro- 
gresivamente el déficit habitacional a través de políticas públicas activas. 
En este sentido, el legislador dispuso una política pública habitacional 
universal; empero focalizará sus acciones en la prioritaria atención de 
las poblaciones con mayor grado de vulnerabilidad social, que son las 
familias que se encuentren en situación de pobreza crítica y a aquellas 
que tengan necesidades especiales, compensando de esta forma las des- 
igualdades sociales existentes.” 
  

47 Verónica de la Rosa Jaimes. Acciones positivas y derechos humanos: el caso de los 
pueblos originarios de México. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México. Año 
2010. Páginas 55 y ss. “Es imposible el desarrollo de ún Estado, si las políticas públicas no se 
orientan al mejoramiento constante y el bienestar de los grupos en situación de vulnerabilidad” 
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En este sentido entiende la Observación General N*4* del Co- 
mité de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, al disponer 
que “Los Estados Partes deben otorgar la debida prioridad a los gru- 
pos sociales que viven en condiciones desfavorables concediéndoles una 
atención especial. Las políticas y la legislación, en consecuencia, no de- 
ben ser destinadas a beneficiar a los grupos sociales ya aventajados a 
expensas de los demás” 

Cuando hacemos referencia a las poblaciones con mayor grado 
de vulnerabilidad, lo hacemos según el entendimiento de considerarla 
“como un estado o circunstancia desfavorable, de desventaja o de caren- 
cia, en la que se encuentran personas que pertenecen a ciertos categorías 
sociales respecto del grado de satisfacción de sus necesidades específicas, 
el goce y el ejercicio pleno de sus derechos fundamentales y el acceso a los 
órganos de procuración e impartición de justicia.” La atención priorita- 
ria referida en la ley tiene como antecedente normativo nacional” a la 
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que en similares 
términos en su artículo 31 dispone: “La ciudad reconoce el derecho a una 
vivienda digna y a un hábitat adecuado...dando prioridad a las personas 
de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos 
recursos”. 

Empero, a diferencia de la normativa referenciada, la ley provincial 
establece su atención en las “familias bonaerenses con pobreza crítica”, 
sobre la base del reconocimiento constitucional de la familia, que esta- 
blece el artículo 36, inciso 1, de la Constitución de la provincia de Buenos 
  

48 Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cul- 
turales, Observación general 4, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 
11 del Pacto), (Sexto período de sesiones, 1991), U.N. Doc. E/1991/23 (1991). Especialmente 
el punto 11. 

49 “La vulnerabilidad incide de manera negativa en las oportunidades para tener una 
vida digna, pone en riesgo la salud y la vida, priva a las personas, e incluso provoca la pérdida 
de la confianza y el respeto en sí mismas”. Jorge Ulises Carmona Tinoco, Panorama y pro- 
puestas sobre la aplicabilidad de los derechos de los grupos en situación vulnerables. Derechos 
Humanos, Memoria del IV Congreso Nacional de Derecho Constitucional. T.3.México, IIJ- 
UNAM, año 2001. 

50 La Ley de Vivienda mexicana en su artículo 87 refiere a las políticas y programas 
de vivienda, y en su párrafo Il refiere a la atención prioritaria de los grupos vulnerables, mar- 
ginados o en situación de pobreza. 
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Aires.” El texto constitucional la identifica como el núcieo primario y 
fundamental de la sociedad, procurando su fortalecimiento y protección 
moral y material. Con el concepto “familia”, se designa colectivamente 
al conjunto de las personas físicas que son parte de ella; por su parte, 
el “derecho de la familia” comprende “derechos de las personas físicas 
en sus relaciones de familia, tanto dentro de la familia como frente al 
Estado y a terceros ajenos a ella”?? y es en este sentido que el legislador 
reconoce la atención prioritaria que debe brindar el Estado a las familias 
con pobreza crítica y con necesidades especiales en relación al derecho 
a la vivienda. 

La ley analizada es, razonable y lógicamente, conteste con la Cons- 
titución de la provincia de Buenos Aires, la cual dispone en su artículo 
11, y en concordancia, en el artículo 36, la igualdad ante la ley de todos 
los habitantes, estableciendo como deber de la provincia la promoción 
del desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de opor- 
tunidades, promoviendo la eliminación de los obstáculos económicos, 
sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejerci- 
cio de los derechos y garantías constitucionales (artículo 36, inciso 7: el 
derecho a la vivienda). 

La perspectiva de un enfoque de derechos, desarrollado en la In- 
troducción al Capítulo l, nos lleva a analizar en este aspecto, dos de 
sus principios operacionales: la igualdad y la no discriminación, prin- 
cipios rectores fundamentales de los derechos humanos y componen- 
tes elementales del derecho a una vivienda adecuada. En este sentido, 
la discriminación es toda distinción, exclusión o restricción hecha por 
motivo de las características específicas de una persona, tales como la 
raza, la religión, la edad o el sexo, origen nacional o social, posición 
económica, entre otros,” cuyo efecto u objetivo es dificultar o impedir 
el reconocimiento, disfrute o ejercicio de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. 
  

51 La Constitución Nacional, consagra como valor principal “la protección integral 
de la familia” en el artículo 14 bis. 

52 Germán Bidart Campos, Tratado ae derecho constitucional argentino TI-B, Edito- 
rial Ediar, Buenos Aires , año 2001. Pág. 218. 

53 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 2, 
párrafo segundo. 
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En relación a la vivienda, la discriminación puede adoptar las si- 
guientes formas: legislación, políticas o medidas discriminatorias; orde- 
nación territorial; desarrollo excluyente; exciusión de los beneficios de 
la vivienda; denegación de la seguridad de tenencia; falta de acceso al 
crédito; participación limitada en la adopción de decisiones; o falta de 
protección contra las prácticas discriminatorias aplicadas por agentes 
privados.”* 

La normativa en materia de igualdad y no discriminación, obliga 
a los gobiernos a combatir la discriminación de iure y de facto, a remo- 
ver los obstáculos que impiden el acceso a servicios sociales básicos en 
condiciones de igualdad, y a visualizar y priorizar a esos grupos en las 
políticas, programas y presupuestos.” En síntesis: propiciar una igual- 

dad real de oportunidades y eliminar arbitrarias discriminaciones entre 
las personas. 

Una de las formas de exacerbar la condición de vulnerabilidad de 
un sujeto y profundizar la discriminación social, más extendida y viola- 
toria de derechos humanos fundamentales, es la pobreza.” 

Pobreza: exclusión y falta de acceso 

Entre las diferentes conceptualizaciones” que pueden encontrarse 
de “pobreza crítica”, las Naciones Unidas la define como “la condición 
caracterizada por una privación severa de necesidades humanas bási- 
  

54 Naciones Unidas Oficina del Alto Comisionado para los derechos humanos. 
ONU- Hábitat. El derecho a una vivienda adecuada. Folleto Informativo N* 21/Rev.1. Año 
2010. 

55 Guía para la formulación de políticas públicas sectoriales. SSENPLADES. Quito, 
año 2011. 

56 El relator especial señor Milonn Kothari sobre una vivienda adecuada también ha 
puesto de relieve que la discriminación y la segregación con respecto a la vivienda pueden 
provenir de la pobreza y la marginación económica. Ver A/HRC/7/16- 13 de febrero de 2008. 
Párrafo 23. 

57 Véase Paul, Spicker; Sonia Álvarez Leguizamón y David Gordon (editores). Po- 
breza: Un glosario internacional. Colección CLACSO-CROP. De la lectura de las diversas de- 
finiciones, pueden extraerse ciertos factores característicos, tales como: necesidades básicas 
insatisfechas, prolongadas en el tiempo; limitación de recursos, que incide en la disminución 
del nivel de vida; fruto de una desigualdad social, donde se carece de seguridades básicas, lo 
que se manifiesta en una situación de vulnerabilidad ante los riesgos sociales y compromete 
seriamente sus oportunidades para recuperar sus derechos y para reasumir sus responsabi- 
lidades a futuro. 
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cas, incluyendo alimentos, agua potable, instalaciones sanitarias, salud, 
vivienda, educación e información. La pobreza depende no sólo de in- 
gresos monetarios sino también del acceso a servicios”.** 

Autores tales como Dréze y Sen” refieren al término “ausencia 
de titularidades” en relación con la pobreza, sosteniendo que tanto la 
privación como la carencia de recursos reflejan carencia de titularida- 
des más que ausencia de artículos esenciales en sí mismos. Es así que, 

ejemplifican, la falta de vivienda es el resultado de la falta de acceso a la 
vivienda o a la tierra, no de la inexistencia de viviendas en sí. Para estos 
autores, la ausencia de titularidad es fundamental para la condición de 
pobreza: las personas con titularidades no son pobres. Deduciendo, que 
la falta de titularidad está dada principalmente por la falta de “acceso”. 

Asimismo, se incorpora en las menciones de pobreza el factor 
“exclusión”, al efecto de su connotación, nos remitimos a la definición 
dada por la Comunidad Europea: la pobreza, como la exclusión resul- 
tante de la limitación de los recursos. “Se considerarán pobres aquellas 
personas, familias y grupos de personas cuyos recursos (materiales, cul- 
turales y sociales) son limitados a tal punto que quedan excluidos del 
estilo de vida mínimamente aceptable para el Estado Miembro en el que 
habitan”.% En este sentido, la “exclusión social”, incluye problemas que 
resultan de la estigmatización y el rechazo social, afectando a indivi- 
duos, personas y áreas geográficas.*” 

Entonces, comprendemos a la pobreza desde un análisis relacio- 
nal, en términos de exclusión social como expresión extrema de des- 

  

58 Asimismo, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) en- 
tiende por “pobreza extrema” o “indigencia, [...] “la situación en que no se dispone de los 
recursos que permitan satisfacer al menos las necesidades básicas de alimentación” (hogares 
cuyos ingresos no alcanzan para adquirir una canasta básica de alimentos, así lo destinaran 
en su totalidad a dicho fin). Las canastas básicas que dan lugar a las líneas utilizadas por la 
CEPAL son específicas a cada país y respetan las estructuras de consumo prevalecientes en 
ellos. 

59 Dréze, J. y Sen, A. Hunger and public action (en español El hambre y la acción pú- 
blica) Oxford: Clarendon Press, 1989. 

60 EEC 1985. On specific community action to combat poverty (Council Decision of 19 
Decemver1984), 85/8/EEC en Official Journal of the EEC (Bruselas) Vol. 2, N* 24, 

61 Paul, Spicker; Sonia Alvarez Leguizamón y David Gordon (editores). Pobreza: un 
glosario internacional. Colección CLACSO-CROP. 
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igualdades.* En materia de acceso a una vivienda y hábitat adecuado, 
abordar la problemática de aquellos que se encuentran en condiciones 
paupérrimas significa identificar las causas generadoras de desigualdad 
y emprender políticas públicas que tiendan a: intervenir en el mercado 
de suelo urbano; establecer como regla principal la justa distribución de 
las cargas y beneficios que produce el crecimiento de las ciudades; inter- 
venir por vía impositiva para limitar las prácticas especulativas tendien- 
tes a la retención de tierras y viviendas en virtud de la función social de 
la propiedad; desarrollar nuevas áreas residenciales, ejecutar proyectos 
de integración socio urbanística de villas y asentamientos precarios; en- 
tre otras políticas previsoras y activas que atiendan de forma integral a 
la problemática habitacional y garanticen el derecho a la ciudad, ins- 
trumentos de acción que en definitiva contribuyan a una sociedad más 
justa e igualitaria y que creemos han sido objeto de la presente ley. 

El derecho, frente a diferentes necesidades 

En relación con la consideración de atención prioritaria a quienes 
tienen “necesidades especiales”, esta deferencia propuesta por el legisla- 
dor responde a la premisa de no considerar a todas las personas del mis- 
mo modo, presentándose una importante heterogeneidad de vivencias, 
según edad, sexo, pertenencia étnica, entre otros factores distintivos, 
que condicionan el acceso a una vivienda. 

Este convencimiento ha llevado a desarrollar análisis desde 
perspectivas específicas, tanto es así que la Constitución provincial, 
en el artículo 36 citado, identifica como sujetos de derechos sociales 
a distintos colectivos o grupos de personas,” ante quienes establece 
  

62 “Como señala de manera muy pertinente Castel (1997: 108), uno de los autores clave 
-en nuestra opinión- para entender la cuestión social, en la era del capitalismo globalizado: 
“..el corazón de la problemática de la exclusión no está donde encontramos a los excluidos” O 
sea, hay que buscarla en el control y acaparamiento de los recursos por ciertos grupos sociales 
que marginan a otros. Por eso, es imprescindible tener una compresión relacional de las caren- 
cias [...] América Latina no es la región del mundo más pobre, sino la más desigual en cuanto a 
la distribución de sus recursos económicos” Saínz-Salas, De la pobreza a la exclusión social. La 
persistencia de la miseria en Centroamérica. Fundación Carolina - FLACSO Costa Rica, San 
José. Agosto 2006. Págs. 5 y ss. 

63 De igual modo la Constitución Nacional dispone en su artículo 75, inciso 23, la 
obligación para el Congreso de adoptar medidas de acción positiva en relación con cuatro 
grupos específicos: niños, mujeres, ancianos y personas con discapacidad. 

-39-



Luciano Scatolini 
  

protecciones especiales, considerados por su edad, niños, niñas, jóve- 
nes y ancianos; por su género, a las mujeres; por su identidad étnica; 
por consideraciones especiales, personas con discapacidades y vetera- 
nos de guerra.** 

Desde esta misma comprensión, el artículo 15% de “Parámetros 
de calidad” de la presente ley dispone en su inciso f) el respeto a las 
normas de diseño sobre accesibilidad, que deberán aplicarse en las 
construcciones destinadas a personas con necesidades especiales, en 
relación a las personas con discapacidades físicas, intelectuales y sen- 
soriales. 

Asimismo, la Observación General N* 4 del Comité de los De- 
rechos Económicos, Sociales y Culturales, identifica aspectos del 
derecho a una vivienda que la convierten en “adecuada”, conside- 
rando que deben ser tenidos en cuenta en cualquier contexto deter- 
minado, menciona que uno de esos aspectos refiere a la “asequibi- 
lidad”, estableciendo que debe concederse a los grupos en situación 
de desventaja un acceso pieno y sostenible a los recursos adecuados 
para conseguir una vivienda, debiéndose garantizar cierto grado de 
consideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos des- 
favorecidos como las personas de edad, los niños, los incapacitados 
físicos, los enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las 

personas con problemas médicos persistentes, los enfermos menta- 
les, las víctimas de desastres naturales, las personas que viven en 
zonas en que suelen producirse desastres y otros grupos de personas. 
Concluyendo, que tanto las disposiciones como la política en mate- 
ria de vivienda deben tener plenamente en cuenta las necesidades 
especiales de esos grupos. 

A partir de estas consideraciones y las desarrolladas por ONU- 
Hábitat, acordamos la pertinencia legislativa de priorizar la atención 
a aquellos grupos o personas que enfrentan dificultades para ejercer 
  

64 En especial, el inciso 10 del artículo 36 de la Constitución provincial hace mención 
a los veteranos de guerra estableciendo que el Estado provincial adoptará políticas orientadas 
a asistirlos y facilitarles el acceso a una vivienda digna. 

65 A este punto lo desarrollaremos en el artículo 15, Capitulo III. 

66 Observación General N? 4: El derecho a una vivienda adecuada (Párrafo 1 del ar- 
tículo 11 del Pacto). 
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su derecho a una vivienda adecuada como resultado de sus carac- 

terísticas personales, de la discriminación o los prejuicios, o de una 

combinación de estos factores. Los Estados deben adoptar medidas 

eficaces para asegurar que no se discrimine contra ellos, deliberada- 

mente o no, ajustando sus leyes y políticas en materia de vivienda a las 

mayores necesidades de esos sectores, en lugar de simplemente diri- 

girlas a los grupos mayoritarios.” 

Creemos, que sobre estos grupos sociales los Estados provincia- 

les y municipales, en el momento de aplicar la ley 14.449, deben pres- 

tar una concreta atención y maximizar sus esfuerzos por efectivizar el 

acceso a la vivienda. 

Con respecto a la situación de los niños, niñas y de las mujeres, 

en el desarrollo social de la región de América Latina y el Caribe se 

ha considerado una pauta preocupante: “la clara tendencia a la femi- 

nización e infantilización de la pobreza, medida por ingresos”.* Ello 

en materia habitacional, nos lleva a visualizar los efectos de la discri- 

minación, que se agravan cuando una persona sufre una discrimina- 

ción doble o múltiple, en este caso basada en el sexo, edad y condición 

socio-económica. 

Por estos motivos, es que haremos una observación particulariza- 

da de la situación de los niños, niñas y mujeres en relación al derecho a 

una vivienda y a un hábitat digno, desde una perspectiva integral: que 

incluye un enfoque de género y el interés superior del niño, principio 

rector de toda política pública. Ambas perspectivas, de forma transver- 

sal, integran todo análisis normativo a desarrollar. 

  

67 Naciones Unidas Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. 
ONU- Hábitat. El derecho a una vivienda adecuada. Folleto Informativo N*21/Rev.1. Año 
2010. 

68 CEPAL-UNICEE. Pobreza infantil en América Latina y el Caribe. LC/R.2168. Di- 
ciembre de 2010. Páginas 19 y ss. 
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No se trata de un derecho menor:* los niños y el acceso 
a una vivienda digna 

La particular preocupación por la situación socio-económica de 
las familias con niños, niñas y adolescentes, responde mundialmente 

a diversas razones, una de ellas es la sobrerrepresentación de los niños 
en la población pobre, su mayor dependencia y, por ende, la falta de 
autonomía de las familias y de las instituciones, y la mayor vulnerabili- 
dad que presentan ante las consecuencias de la pobreza y la desigualdad 
en sus variadas dimensiones, que se combinan impidiendo el ejercicio 
pleno de sus derechos económicos y sociales e incluso reforzando y re- 
produciendo situaciones de inequidad.” Esta vulneración de derechos 
y garantías fundamentales se visualiza cabalmente no sólo por la falta 
de acceso a una vivienda, en la realidad de los niños y niñas que viven 
en situación de calle, sino también por las condiciones mismas de las 
viviendas en las que habitan, que se caracterizan por la no adecuación a 
las particulares necesidades de niños y niñas. 

La vivienda, como parte integrante de un nivel de vida adecuado,”* 
constituye un activo muy importante para la superación de la pobre- 
za infantil, por ello es fundamental la sanción de leyes como la aquí 
analizada, que posibiliten el acceso a una vivienda y hábitat digno, que 
implementen políticas de mejoramiento de la vivienda y que disponga 
parámetros de calidad (el abandono y la falta de mantenimiento de la 
  

69 Utilizamos este término, en alusión al paradigma de niñez consagrado constitu- 
cionalmente, luego de ratificar el Estado argentino la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño, donde los niños son reconocidos como sujetos plenos de derechos y 
prevalecen las políticas públicas de promoción y protección integral, en contraposición al 
paradigma de la situación irregular, donde el niño era considerado objeto de derechos. Ver 
Justicia y derechos del niño. Número 1, UNICER. Comité editorial: Mary Beloff y otros. San- 
tiago de Chile, año 1999. 

70 En América Latina un 40,5% de los niños, niñas y adolescentes son pobres. Esto 
implica que en la región la pobreza infantil total afecta a 70,5 millones de personas menores 
de 18 años. De este total, el 16,3% de los niños, niñas y adolescentes se encuentra en situación 
de pcbreza extrema. Es decir, uno de cada seis menores es extremadamente pobre, lo que 
significa que este flagelo afecta a más de 28,3 millones de niños, niñas y adolescentes. Idem. 
CEPAL 2013. 

71 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). Panorama social 
de América Latina: 2013. Documento Informativo. Síntesis 11. La pobreza infantil en América 
Latina y el Caribe: perspectiva multidimensional y con enfoque de derechos. 

72 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y culturales. Artículo 11. 
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vivienda perjudican gravemente el desarrollo y la salud de los niños) y 
que establezca un espacio mínimo habitacional que permita prevenir 
los problemas que producen o potencian el hacinamiento, como el abu- 
so sexual y la violencia, entre otros. Si se considera que la mayoría de 
los niños, niñas y adolescentes pasa gran parte de su tiempo en el hogar, 
una buena vivienda para ellos es aquella que faciiita la vida de los miem- 
bros del hogar y que les otorga privacidad, seguridad, sanidad y espacios 
adecuados para que puedan estudiar y jugar.” 

Sobre este aspecto se ha interesado el Comité de los Derechos 
del Niño en la observación general N* 7, punto 34, atendiendo a la 
importancia en la primera infancia del “derecho al descanso, al ocio y 
al juego”, garantizado en el artículo 31 de la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño. El comité observa que en muchos entor- 
nos urbanos, el espacio en el que los niños pueden ejercer su derecho 
al juego se encuentra especialmente en peligro, ya que ei diseño de 
la vivienda y la densidad de edificación, los centros comerciales y los 
sistemas de transportes se alían con el ruido, la contaminación y todo 
tipo de peligros para crear un entorno peligroso para los niños pe- 
queños. 

Por estos motivos, es que el comité hace un llamamiento a los Es- 
tados parte de la Convención, a las organizaciones no gubernamentales 
y alos agentes privados “para que señalen y eliminen los posibles obstácu- 
los al disfrute de estos derechos por parte de los niños más pequeños, como 
parte, entre otras cosas, de las estrategias de reducción de la pobreza. En la 
planificación de las ciudades, y de instalaciones de esparcimiento y juego, 
deberá tenerse en cuenta el derecho de los niños a expresar sus opiniones 
(artículo 12), mediante consultas adecuadas. En todos estos aspectos, se 
alienta a los Estados parte a prestar mayor atención y a asignar recursos 

suficientes (humanos y financieros) a la realización del derecho al descan- 
so, el esparcimiento y el juego”.”> 
  

73 CEPAL-UNICEFE. Pobreza infantil en América Latina y el Caribe. LC/R.2168. Di- 
ciembre de 2010. Págs. 137 y ss. 

74 Observación general N* 7 (2005) Comité de los Derechos del Niño, 40* período de 
sesiones Ginebra, 12 a 30 de septiembre de 2005. Punto 13 “Interés superior del niño”. 

75 Ídem. 
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Con respecto a la salud de los niños y niñas,”* es fundamental pro- 
piciar una infraestructura adecuada con un efectivo acceso a los servi- 
cios básicos, como el agua potable y el saneamiento adecuado. Según 
UNICEF, la falta de vivienda adecuada aumenta las tasas de mortalidad 
de los niños menores de 5 años, las casas de mala calidad y la superpo- 
blación; además, inducen a la transmisión de infecciones respiratorias 
agudas, que son la mayor causa de mortalidad de los bebés y niños en 
la mayor parte de países con renta baja y media. Con unos recursos 
financieros y sanitarios limitados, un niño con bronquitis o neumonía 
en naciones de renta baja o media tiene una probabilidad de morir 50 
veces mayor que la de un niño de Europa o América del Norte. La su- 
perpoblación es también un factor de riesgo para la transmisión de mu- 
chas otras enfermedades que afectan a los niños, incluyendo diarrea y 
tuberculosis.” En este orden de ideas, razones sobran para justificar la 
elaboración de normativas especificas que contemplan la especial pro- 
tección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. La Argentina 
ha ratificado la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño” 
y le ha dado jerarquía constitucional a través del artículo 75, inciso 22, 
de la Carta Magna federal; a nivel nacional ha sancionado la ley 26.061, 
Ley de Protección Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Ado- 
lescentes; la provincia de Buenos Aires, por su parte, ha sancionado la 
ley 13.298, Ley de Promoción y Protección Integral de los Derechos de 
los Niños. 
  

76 Los factores de riesgo relacionados con la edad implican sistemas inmunológicos 
debilitados, alta exposición a patógenos, mayor susceptibilidad a determinados productos 
químicos o insuficiente conocimiento de cómo evitar peligros. Véase UNICEF, Pobreza y 
exclusión entre niños urbanos. Digest Innocenti, N* 10 (Italia, 2005), página 18. 

77 Ídem. 

78 Aprobada mediante la ley nacional 23.849. En este sentido, es importante señalar 
que la Argentina aún no ha ratificado el Protocolo Facultativo de la Convención de las Nacio- 
nes Unidas sobre los Derechos del Niño, relativo a un procedimiento de comunicaciones del 
año 2011, instrumento valioso que posibilita la protección jurídica internacional de los dere- 
chos de la niñez, ya que el Comité de los Derechos del Niño a través de iniciativa propia o por 
presentación de denuncia de niños, niñas y/o sus representantes, podrá investigar eventuales 
violaciones a los derechos del niño, cuando éstos no hayan obtenido justicia y reparación a 
nivel nacional, consolidando el firme reconocimiento de la justiciabilidad de los derechos 
económicos, sociales y culturales en las normas internacionales de derechos humanos, donde 
se integra el derecho a la vivienda. 
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Las normas enunciadas precedentemente establecen el principio 
jurídico garantista “interés superior del niño”? y la corresponsabilidad 

social" para una plena realización de los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes.** La Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño,” en especial en su artículo 27, inciso 3; la ley 26.061, en especial 
en su artículo 35, y la ley provincial 13.298, en especial en su artículo 34, 
establecen, en líneas generales, que los Estados, ya sea el nacional, pro- 
vincial y municipal, deben respetar el derecho de todo niño a un nivel 
de vida adecuado para su desarrollo integral (físico, mental, espiritual, 
moral y social), debiendo adoptar medidas apropiadas para ayudar a 
los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad 
a este derecho y, en caso necesario, proporcionar asistencia material y 

programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el ves- 
tuario y la vivienda. Señalando, que cuando la amenaza o violación de 
derechos sea consecuencia de necesidades básicas insatisfechas, caren- 
cias o dificultades materiales, económicas, laborales o de vivienda, las 
medidas de protección que deberán adoptar los Estados son los progra- 
mas dirigidos a brindar ayuda y apoyo, incluso económico, con miras al 
mantenimiento y fortalecimiento de los vínculos familiares. 
  

79 En este sentido, el Comité de los Derechos del Niño, en la observación general 7 
establece que toda innovación en la legislación y políticas que afecten a los niños debe tener 
en cuenta el principio del interés superior del niño (...) que incluye la asistencia a los padres 
de los niños para acceder a una vivienda adecuada. Ver observación general 7 (2005), Comité 
de los Derechos del Niño, 40% periodo de sesiones Ginebra, 12 a 30 de septiembre de 2005. 
Punto 13 “Interés superior del niño”. 

80 La idea de corresponsabilidad comprende la participación del Estado, la familia 
y la comunidad en su conjunto, para garantizar en toda intervención el interés superior del 
niño, que no es otra cosa que la máxima satisfacción y protección integral de sus derechos. El 
Estado, como principal garante y como responsable de acompañar y brindar las condiciones 
mínimas para que las familias desarrollen sus funciones básicas. Y la gestión en red, entre las 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales. Para más información, véase Foro 
por los Derechos de la Niñez, la Adolescencia y la Juventud de la provincia de Buenos Aires: 
http://xn--foroporlaniez-skb.org.ar/2012/07/lamina-sistema-de-promocion-y-proteccion- 
integral-de-los-derechos-de-la-infancia/ 

81 La ley 26.061 dispone en su artículo 29 el principio de efectividad: “Los organis- 
mos del Estado deberán adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales y 
de otra índole, para garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías recono- 
cidos en esta ley.” 

82 Forma parte de normas de cargo constitucional. 
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Es importante reseñar que una violación sistemática a todos estos 
derechos enunciados la constituyen las prácticas de desalojos forzosos 
de niños y sus familias, casos que serán analizados en capítulos siguien- 
tes. 

“La ciudad de los niños” 

En relación al derecho a la ciudad y a un hábitat adecuado para 
todos los niños, el psicopedagogo y autor de diversas publicaciones, 
Francesco Tonucci, nos desarrolla la idea de “La ciudad de los niños”; 
que consiste en una nueva filosofía de gobierno de la ciudad, de la ad- 
ministración de justicia y de la perspectiva legislativa, elaborando una 
propuesta transversal, donde se concibe a la ciudad, con toda su com- 
plejidad, desde y con los niños como punto de referencia. 

El autor ha comprobado que la presencia de niños en la calle, para 
ir a la escuela o para buscar a sus amigos e ir a jugar, desarrolla en los 
adultos actitudes sociales de responsabilidad y de protección, que fun- 
cionan proporcionando seguridad para los niños. “Vale la pena darles 
la palabra, llamarlos a participar”, cuando a los niños no se les permite 
apropiarse de los espacios públicos, cuando no se los tiene en cuenta 
y participan en la planificación, no son los niños los que se pierden la 
ciudad, sino que es la ciudad la que se priva de todas las riquezas que 
presenta su presencia: una ciudad adecuada para los niños es una ciu- 
dad adecuada (y segura) para todos. 

El derecho a la vivienda, con lentes de género** 

Con respecto a la adopción de una perspectiva de género en ma- 
teria habitacional, es necesario un enfoque que recoja la desigualdad 
existente entre hombres y mujeres y la discriminación que afecta a estas 

últimas al momento de acceder a una vivienda digna.** 
  

83 Tonucci, Francesco, La ciudad de los niños: un modo nuevo de pensar la ciudad. 
Fund. Germán Sánchez Ruipérez, 1998. 

84 Lagarde, Marcela. Antropología, género y feminismo. En este libro, la autora hace 
referencia a las consecuencias teórico-políticas de omitir el enfoque de género en los análisis, 
y de que mirar el mundo con “lentes de género” comprende una temática especifica e inelu- 
dible en cualquier problemática. 

85 En este sentido la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su ar- 

tículo 38, dispone que “la ciudad incorpora la perspectiva de género en el diseño y ejecución de 
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No obstante, los avances socioculturales en este aspecto, la divi- 

sión sexual del trabajo**? y el acceso diferenciado a ingresos por parte de 

hombres y mujeres, pone en primer plano la falta de autonomía econó- 

mica y la consecuente mayor vulnerabilidad de las mujeres dependien- 

tes ante choques externos o cambios en la estructura familiar. Los ho- 

gares pobres con jefatura femenina y con niños dependientes aparecen 

como especialmente vulnerables a la pobreza y con mayores obstáculos 

para superarla.*” 

En este orden de ideas, el informe de la relatora especial de las Na- 

ciones Unidas “Sobre vivienda adecuada como elemento integrante del 

derecho a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho a no discrimi- 

nación a este respecto”** con enfoque de género, establece la obligación 

inmediata de los Estados de garantizar que las mujeres gocen de sus 

derechos a la no discriminación y la igualdad (además de las obligacio- 
  

sus políticas públicas y elabora participativamente un plan de igualdad entre varones y mujeres 
(...) facilita a las mujeres único sostén de hogar, el acceso a la vivienda” 

86 Rico, María Nieves y Marco, Flavio, Las mujeres en el empleo sectorial en América 
Latina, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Siglo XXI Editores 
GTZ, 2006. Con respecto a este aspecto: “Las relaciones sociales entre mujeres y hombres 
siguen caracterizándose por una división sexual del trabajo, que asigna casi exclusivamente 
a las mujeres las labores vinculadas al trabajo doméstico, de carácter reproductivo y de cui- 
dado”. 

87 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Entender la po- 
breza desde la perspectiva de género, serie Mujer y desarrollo, N* 52 (LC/L.2063-P), Santiago 
de Chile, CEPAL-Uniferm-República de Italia, enero de 2004. 

88 A/HRC/19/53 - 26/12/2011. Vivienda y Género: Informe de la relatora especial, 
Raquel Rolnik, sobre vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel 
de vida adecuado y sobre el derecho a no discriminación a este respecto (ONU). Se ana- 
lizaron (a través de los resultados de una consulta electrónica que se realizó al efecto) los 
problemas que afectan a la capacidad de las mujeres para gozar de su derecho a una vivienda 
adecuada. Los obstáculos mencionadas fueron: “en todas las regiones, el sistema patriarcal 
y la discriminación por motivo de género; la pobreza; y los efectos de la mundialización, las 
políticas económicas neoliberales y la privatización han aparecido como cuestiones generales 
que suscitan preocupación y que crean el ambiente propicio para violaciones del derecho de 
la mujer a una vivienda adecuada. Más concretamente, los efectos de los desastres naturales 
o provocados por el hombre, los conflictos y los desplazamientos internos, las guerras y ocu- 
paciones, la falta de una vivienda asequible y de bajo costo, los desalojos forzosos, la falta de 
vivienda, la violencia doméstica, la ausencia de la participación de la mujer en la formulación 
de leyes y políticas, la falta de acceso a los recursos, las leyes inadecuadas y discriminatorias, 
y la aplicación del derecho consuetudinario discriminatorio, entre otros. 
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nes de ejecución progresiva)?” establece las condiciones que deben tener 
las viviendas, su ubicación, servicios, higiene y otras particularidades. 
Puntualmente, en el párrafo 63, propone incorporar en el diseño, en la 
aplicación de leyes, de las políticas y de los programas una perspectiva 
de género basada en los derechos humanos, otorgando prioridad a las 
necesidades de las mujeres especialmente vulnerables y/o marginadas, 
con inclusión de las viudas, las ancianas, las mujeres lesbianas, las mu- 
jeres sin hogar, las mujeres migrantes, las mujeres con discapacidad, las 

madres solteras o cabezas de familia sin pareja, las mujeres que viven 
con el VIH/SIDA o que se ven de otro modo afectadas por esa enferme- 
dad, las pertenecientes a minorías, las trabajadoras domésticas [...]. En 
los puntos 36 y 68, especialmente refiere a la seguridad en la tenencia, 
estableciendo que “Las leyes, las políticas y los programas de vivienda de- 
ben reconocer expresamente el derecho independiente de las mujeres a la 
seguridad de la tenencia, con independencia de su situación familiar o de 
sus relaciones personales.” [...] Por otra parte, con el fin de defender el de- 
recho de la mujer a la seguridad y la tenencia en el contexto de la violencia 
doméstica, es menester que las mujeres víctimas de la violencia doméstica 
también puedan gozar del derecho a la seguridad de la tenencia, de modo 
tal que estén autorizadas a residir en sus propios hogares (con indepen- 
dencia de la titularidad o de la propiedad formal) y que los perpetradores 
de la violencia sean expulsados”. 

Con respecto a este tema, se ha determinado que la violencia en el 
hogar es una causa importante de que muchas mujeres y niños carezcan 
de un techo, especialmente cuando el sistema legal o los funcionarios 
encargados de aplicar la ley no ofrecen suficiente protección. A la in- 
versa, el temor de quedarse sin hogar puede obligar a la mujer a conti- 
nuar una relación opresiva. Por eso se convierte en una prioridad estatal 
abordar integralmente la compleja situación en la que se encuentran 
insertas las mujeres que sufren violencia intrafamiliar. 
  

89 Véase observación general 16 (2005) sobre la igualdad del derecho del hombre y la 
mujer al disfrute de todos los derechos económicos, sociales y culturales. 

90 Véase ONU-Mujeres, entidad de las Naciones Unidas para la igualdad entre los 
géneros y el empoderamiento de las mujeres, que ha incorporado el objetivo especifico de 
aumentar el acceso de la mujer al empoderamiento y a las oportunidades económicas. 
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Como corolario de lo hasta aquí expuesto, podemos afirmar que 
la ley bajo análisis pone especial énfasis en la necesidad de propiciar y 
agenciar mayores niveles de igualdad social en el acceso a una vivienda 
y hábitat digno. Para ello, deberán ser afectados intereses de los sectores 
hasta hoy definidos como “ganadores” y redireccionar los recursos, para 
que se destinen hacia quienes, hasta ahora, se han visto privados y/o 
excluidos de acceder a condiciones de vida digna. 

Artículo 3* - Derecho a la vivienda. Definición. El derecho a una 
vivienda y a un hábitat digno comporta la satisfacción de las necesidades 
urbanas y habitacionales de los ciudadanos de la provincia, especialmen- 
te de quienes no logren resolverlas por medio de recursos propios, de 
forma de favorecer el ejercicio pleno de los derechos fundamentales. 

Se recurre a la herramienta de la definición para establecer qué 
se entiende por “derecho a la vivienda” a los fines de la ley, ajustándose 
entonces a una visión contemporánea del mismo, en consonancia con 

lo que establecen los tratados de derecho internacional ratificados por 
nuestro país con jerarquía constitucional” y las cartas magnas provin- 
ciales” y la Constitución Nacional. 

El derecho internacional ha desarrollado ampliamente el derecho 
humano a la vivienda, entendido como elemento integrante del derecho 
de toda persona a un nivel de vida adecuado, previsto en varios ins- 
trumentos que conforman el corpus juris” internacional, tales como la 
  

91 Artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional de la República Argentina. “La 
jerarquía constitucional de los tratados de derechos humanos no está destinada solamente 
a servir de complemento a la parte dogmática de la Constitución sino que, necesariamente, 
implica condicionar el ejercicio de todo el poder público, incluido el que ejerce el Poder Eje- 
cutivo y Legislativo local, al pleno respeto y garantía de estos instrumentos. Dada la jerarquía 
constitucional otorgada a los tratados de derechos humanos, su violación constituye la viola- 
ción de la Constitución misma.” Ver: Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS). Por una 
política de vivienda respetuosa de los derechos constitucionales y derechos humanos. 

92 El derecho a una vivienda adecuada ha sido también expresamente reconocido 
por otras Constituciones provinciales, tales como la del Chaco (artículos 29. 6 y 35); Chubut 
(artículos 36 y especialmente el 77); Córdoba (artículo 58); Formosa (artículos 75, 71); Río 
Negro (artículo 40, inc. 8); Salta (artículos 37 y 35); Tierra del Fuego (artículo 23); Entre Ríos 
(artículos 25 y 34) y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (artículo 31). 

93 En este sentido es dable mencionar que la expresión “corpus juris de los derechos 
humanos”, es un aporte de la Corte Interamericana a la doctrina internacional, desarrollado 
en la Opinión Consultiva OC-16/1999, donde la Corte manifestó que “El corpus juris del de- 
recho internacional de los derechos humanos está formado por un conjunto de instrumentos 
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Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 25; el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 
11; el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Protocolo de San Salvador, artículo 6; en la Convención sobre la Elimi- 
nación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, artículo 
14, párrafo segundo h); en la Convención sobre los Derechos del Niño, 
artículo 27, párrafo tercero; en la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, artículo 5, 
inciso e. lil. 

Asimismo, fue tratado en diversas observaciones generales elabo- 
radas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: ob- 
servaciones generales números 4” y 7;7 por el Comité de los Derechos 
del Niño en la Observación General N* 7;% y en diversas resoluciones” 
y recomendaciones” elaboradas por las Naciones Unidas al respecto. 

Los tratados internacionales enunciados establecen obligaciones 
para el Estado argentino, así es que el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, con respecto a los derechos recogi- 
dos en él, dispone la obligación estatal de dedicar el máximo de recursos 
  

internacionales de contenido y efectos jurídicos variados (tratados, convenios, resoluciones 
y declaraciones)” (párr. 115). 

94 Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cul- 
turales, observación general 4, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 
del pacto), (Sexto período de sesiones, 1991), U.N. Doc. E/1991/23 (1991). 

95 Observación general 7, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 
11 del pacto): los desalojos forzosos. 

96 Observación general 7 (2005) Comité de los Derechos del Niño, 40? periodo de 
sesiones Ginebra, año 2005. Punto 13, “Interés superior del niño”. 

97 Tales como la resolución 41/146 de la Asamblea General, titulada “Realización del 
derecho a una vivienda adecuada”, aprobada el 4 de diciembre de 1986; la resolución 14/6 
de la Comisión de Asentamientos Humanos, titulada “El derecho humano a una vivienda 
adecuada” adoptada el 5 de mayo de 1993, entre otras. 

98 En especial la recomendación 115 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) sobre la vivienda de los trabajadores (1961), aprobada por el Consejo de Adminis- 
tración de la OIT en su 44* período de sesiones, el 7 de junio de 1961, que estableció en el 
principio 2 lo siguiente: “La política nacional debería tener por objetivo el fomento, dentro 
de la política general relativa a la vivienda, de la construcción de viviendas e instalaciones 
colectivas conexas, a fin de garantizar que se pongan al alcance de todos los trabajadores y de 
sus familias un alojamiento adecuado y decoroso y un medio ambiente apropiado. Debería 
darse prioridad a las personas cuyas necesidades sean más urgentes”. 
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disponibles de forma que los poderes públicos garanticen de forma pro- 
gresiva (artículo 2.1), y no discriminatoria (artículo 2.2), la satisfacción 

de dichos derechos, entre ellos el derecho a una vivienda digna. 

En este sentido, la observación general 3 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales denominada “La índole de las obli- 
gaciones de los Estados partes”” analiza las obligaciones jurídicas de los 
estados que han ratificado el pacto. Así, al igual que respecto al resto 
de los derechos consagrados en dicho pacto, el derecho a una vivienda 
adecuada comporta para los poderes públicos. 

1) Obligaciones de respetar, en referencia a los deberes de no in- 
tervenir de manera arbitraria en el disfrute del derecho a una vivien- 
da adecuada. Son obligaciones de respeto, por ejemplo, no emprender 
políticas deliberadamente regresivas que empeoren las condiciones ha- 
bitacionales existentes, no realizar desalojos arbitrarios, no promover 
construcciones inseguras o en lugares protegidos, etcétera. 

2) Obligaciones de proteger, esto es, obligaciones dirigidas a im- 
pedir interferencias arbitrarias en el disfrute del derecho a la vivien- 
da por parte de terceros. Son obligaciones de protección, por ejemplo, 
la sanción o prohibición de abusos provenientes de particulares como 
arrendadores, agencias inmobiliarias, constructores, bancos, etcéteras. 
Naturalmente, no todos los sujetos privados vinculados al suministro 
de recursos habitacionales se encuentran igualmente vinculados al res- 
peto de los derechos contenidos en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Un principio elemental en materia 
de derechos es que quienes ocupan una situación de mayor poder o de 
primacía en el mercado tienen mayores deberes de responsabilidad. Las 
medidas que vinculen a personas y grupos privados respecto de los de- 
rechos habitacionales deben tener en cuenta su capacidad, recursos e 
influencias. 
  

99 Observación general 3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
sobre “La índole de las obligaciones de los Estados partes (párrafo 1 del artículo 2” del pac- 
to), quinto período de sesiones (1990). 

100 Análisis extraído del informe: “Derecho a la vivienda y políticas habitacionales: 
informe de un desencuentro”, elaborado a partir de la misión especial en el Estado español del 
relator especial de las Naciones Unidas para el derecho a la vivienda adecuada. Observatori 
DESC, año 2008. 
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3) Obligaciones de satisfacer, esto es, obligaciones dirigidas a adop- 
tar las medidas necesarias para hacer efectivo el contenido del derecho 
a una vivienda adecuada. Son obligaciones de satisfacción, por ejemplo, 
garantizar a los destinatarios de prestaciones habitacionales derechos 
de información y participación en los planes y programas de vivienda, 
es decir, en la definición del contenido mismo del derecho; promover la 
existencia de viviendas sociales asequibles; etcétera. 

De este modo, se visualizan obligaciones de carácter inmediato 
que resultan directamente exigibles ante los poderes públicos y obliga- 
ciones de concreción mediatas que deben respetar el principio de pro- 
gresividad (establecido en el artículo 2.1 del pacto), como la obligación 
de los Estados de garantizar el acceso a una vivienda digna. Esta situa- 
ción no debe entenderse como una autorización para la postergación 
sin límite del cumplimiento de las obligaciones estatales. Por el contra- 
rio, los poderes públicos deben demostrar, en todo momento: a) que 
están realizando el máximo de esfuerzos (legislativos, administrativos); 

b) hasta el máximo de recursos disponibles (humanos, financieros, tec- 

nológicos, informativos; c) para satisfacer el derecho en cuestión, y d) 

identificando y dando prioridad a los casos más urgentes y a los co- 
lectivos en mayor situación de vulnerabilidad .'” Debiendo respetar los 
siguientes estándares: contenido mínimo de los derechos; progresividad 
y no regresividad; no discriminación y protección prioritaria a ciertos 
grupos; producción de información y formulación de políticas; parti- 
cipación de los sectores afectados en el diseño de las políticas públicas; 
provisión de recursos efectivos y las obligaciones de respeto, protección 
y satisfacción. 

Es por ello, que a partir de esta ley se viene a reglamentar en la pro- 
vincia de Buenos Aires un derecho humano fundamental, establecido 
en el artículo 36 de la Carta Magna provincial: “La provincia promoverá 
la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra 
naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías 
constitucionales.” Reconociendo a tal fin, el derecho a la vivienda en su 
inciso número 7, donde establece que la provincia “promoverá el acceso 
a la vivienda única y la constitución del asiento del hogar como bien de 
  

101 Ídem. 
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familia; garantizará el acceso a la propiedad de un lote de terreno apto 
para erigir su vivienda familiar única y de ocupación permanente”. 

El sentido y alcance que le otorga la ley al derecho a la vivienda, 
no sólo comprende el lugar físico donde una persona se asienta y reside, 
sino un concepto más amplio que engloba el derecho a la ciudad y al 
medio ambiente ecológicamente equilibrado, concibiendo así al hombre 
en su rol de ser esencialmente social que interactúa constantemente con 
el medio que lo rodea, conjugando su calidad de ciudadano, demandan- 
do la satisfacción de las necesidades que subyacen y que desarrollan su 
personalidad. 

En cuanto a las características que una vivienda debe tener para 
ser considerada digna, es preciso atender a los lineamientos que defi- 
nió el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su ob- 
servación general 4,'” citada en numerosos fallos de la jurisprudencia 
nacional y provincial, donde, entre otras cosas dispuso “el derecho a la 
vivienda no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo que lo 
equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho de tener 
un tejado por encima de la cabeza o lo considere exclusivamente como 
una comodidad. Debe considerarse más bien como el derecho a vivir en 
seguridad, paz y dignidad en alguna parte...”, además se establecieron 
algunos parámetros básicos que le dan a la vivienda el carácter de ade- 
cuada tales como: seguridad jurídica de la tenencia; la disponibilidad de 
servicios, materiales, facilidades e infraestructura; habitabilidad (debe 

brindar protección a sus habitantes frente a las contingencias naturales 
y sociales); lugar (relacionado con el derecho a la ciudad y el acceso a 
opciones de empleo, atención de salud, etcétera); adecuación cultural. 

A su vez, trasvasando la faz teórica se hace referencia al ejerci- 
cio de los derechos, señalando la importancia del derecho a la vivienda 
como base para el pleno ejercicio de gran parte de los derechos econó- 
micos, sociales y culturales y sin el cual las personas no pueden desarro- 
llarse de manera íntegra. A ese respecto la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación en los autos “QCSY c/ gobierno de la Ciudad Autónoma de 
  

102 Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cul- 

turales, observación general 4, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 
del pacto) (sexto período de sesiones, 1991), U.N. Doc. E/1991/23 (1991). 
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Buenos Aires s/amparo”**, bajo el voto el doctor Petracchi argumentó 
que: “el acceso a la vivienda digna está intimamente relacionado con otros 
derechos humanos fundamentales, dado que un individuo que no tiene un 
lugar donde instalarse para pasar sus días y noches y debe deambular por 
las calles, no solo carece de una vivienda, sino que también ve afectados su 
dignidad, su integridad y su salud, a punto tal que no está en condiciones 
de crear y desarrollar un proyecto de vida, tal como lo hace el resto de 
habitantes ...” 

Y ya en un orden local, la Suprema Corte se expidió contempo- 
ráneamente en la causa “B.A.E c/provincia de Buenos Aires s/lamparo. 

Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley” diciendo que: “Una 
alimentación adecuada y una vivienda digna están inseparablemente 
vinculadas a la vida como sustrato ontológico de la personalidad y son 
indispensables para el disfrute de otros derechos humanos. Una y otra se 
encuentran reconocidas como parte integrante del derecho a un nivel de 
vida adecuado, base común de la armonía social” 

Al final del artículo, el legislador hace una clara referencia en co- 
herencia ontológica con el artículo 2, a la situación “de quienes no lo- 
eren resolver por medio de recursos propios” el acceso a un hábitat y 
vivienda digno; en este sentido, el carácter universal de estos derechos, 
no sólo supone efectivizarlo a todos los bonaerenses, sino que a su vez se 
debe prestar atención especial a los que presentan desventajas sociales 
y enfrentan mayores dificultades para ejercerlos por medio de recursos 
propios, lo que contribuye a propiciar mayor equidad social. 

De esta forma, ONU-Hábitat entiende el derecho a una vivienda 
adecuada, al afirmar que este derecho no obliga al Estado a construir 
viviendas para toda la población”, establece que, en lugar de ello, el de- 
recho a una vivienda adecuada “comprende las medidas necesarias para 
prevenir la falta de un techo, prohibir los desalojos forzosos, luchar contra 
la discriminación, centrarse en los grupos más vulnerables y marginados, 
asegurar la seguridad de tenencia para todos y garantizar que la vivienda 
de todas las personas sea adecuada. Estas medidas pueden requerir la 
  

103 Para más información en relación a este fallo: Sabsay, Daniel A., en El acceso a 
la vivienda digna en un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Revista Pensar en 
Derecho. ISSN (versión electrónica): 2314-0194, editorial Eudeba, año 2012, página 265 y ss. 
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intervención del gobierno en distintos planos: legislativo, administrativo, 
de políticas o de prioridades de gastos” '*. 

Artículo 4* - Déficit urbano habitacional. A los fines de esta ley, se 
denomina déficit urbano habitacional a la escasez, calidad insuficiente o 
inaccesibilidad a condiciones materiales, servicios y espacios aptos para 
satisfacer las necesidades y promover una mejor calidad de vida de la 
población en el marco de un hábitat ambientalmente sostenible. 

El artículo, al establecer la definición de déficit urbano habitacio- 
nal, establece un nuevo paradigma, que debe guiar las interpretaciones 
jurídicas y el alcance de los programas destinados a atender la proble- 
mática habitacional. 

Ello ha sido señalado por destacados autores nacionales, como el 
doctor Daniel Soria, miembro de la Suprema Corte de Justicia bonae- 
rense, quien ha destacado “la reforma constitucional de 1994 supone un 
nuevo enfoque (...) porque incorpora un nuevo título de intervención [del 
Estado] que cambia la fisonomía de la actividad urbanística y resalta su 
dimensión de cometido público (...) comprometido en la faena de plani- 
ficar el desarrollo de una ciudad racionalmente lograda, y genéricamente 
en la organización del territorio (...) aquel cometido sintetiza un derecho 
de incidencia colectiva general (artículo 43 C.N.) a la sustentabilidad del 
desarrollo humano...”**, 

Ello para que la persona pueda desarrollarse de forma completa. 
Recordemos que la problemática del hábitat es evidentemente transver- 
sal '%, se relaciona con otros derechos, como la salud, la alimentación, la 
vida, la niñez, el trabajo. Inclusive “Cada vez que decimos ciudad suge- 
rimos valores claramente discernidos... por todo esto lo urbano es un 
concepto de virtualidad, sinónimo de civilización, de espíritu de convi- 
vencia (...)”'”. 

  

104 Naciones Unidas - Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. 
ONU - Hábitat. “El derecho a una vivienda adecuada”. Folleto Informativo N* 21/Rev. 1. Año 
2010, página 6. 

105 Soria, Daniel, Sobre la sección de derecho urbanístico, publicado en Revista de 
Derecho Ambiental, N* 12, Lexis Nexis, pág. 140. 

106 La vivienda “es la primera necesidad social, pero no la única, ni tampoco algo 
que deba concebirse aisladamente” Randel, P.H., ¿Qué es el urbanismo? Ed. Columba, 1968, 
pág. 49. 

107 Randel, P.H. ¿Qué es el urbanismo? Bs. As, Ed. Columba, 1968, pág. 14. 
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Esto significa, a modo de ejemplo, que el espacio debe ser adecua- 
do; no podemos pretender que una vivienda donde se vive en estado de 

hacinamiento sea digna, ni mucho menos que un barrio, zona, ciudad 
hacinada, pueda considerarse sostenible y apta para el desarrollo hu- 

mano. También debemos tener en cuenta el tamaño de las parcelas, el 

ancho de las calles, la cercanía con espacios públicos de calidad, los ser- 
vicios de transporte, como hospitales y escuelas cercanos. El suelo utili- 
zado para realizar viviendas y planes urbanos debe ser apto urbanística 

y ambientalmente, propiciando un desarrollo sostenible. 

En ese sentido es importante tomar experiencias recientes, como 

el Programa Federal de Construcción de Viviendas'”, que tuvo conse- 

cuencias ambientales positivas aún poco observadas: relleno de terrenos 
anegadizos, Obras hidráulicas que vuelven aptas zonas inundables; redes 
de agua y cloacas que además de reducir la contaminación, eliminan 

el uso del pozo ciego y de aguas de napas contaminadas. Asimismo, se 
eliminaron basurales y se ampliaron las áreas de recolección de residuos 

sólidos urbanos'”. 

No podemos dejar de lado que “uno hace de su ciudad una especie 
de segundo hogar, con sus sectores de trabajo, de descanso y recreación, 
entregándose a la vida comunitaria, que es esencial del hombre” .*** En- 
tonces es claro que el urbanismo forma parte de lo que llamamos “am- 
biente”, la ciudad es, en definitiva, “ambiente”. 

Esta nueva dimensión de lo ambiental, acompañado del dictamen 

de normas federales y provinciales que lo hacen operativo, ha venido 
dando lugar a una jurisprudencia cada vez más dinámica y proactiva; 
es así como han surgido fallos ejemplares donde se califica al conflicto a 
  

108 Que se desarrolló a partir del año 2004, bajo la órbita del Ministerio de Planifica- 
ción Federal, Inversión Pública y Servicios, sus objetivos fueron: a. de reactivación económi- 
ca; b. la generación de empleo genuino; c. el apalancamiento del crecimiento de la industria 
de la construcción, con el propósito de tener impactos significativos en el mercado laboral, 
como la producción de insumo y la reducción del déficit de vivienda. El aporte del Tesoro 
nacional previsto fue de 2.500.000.000 de pesos anuales, previendo construir 300.000 vivien- 
das en tres años. 

109 Cravino, María Cristina (organizadora) Construyendo barrios, página 44 . 

110 Randel, P.H ¿Qué es el urbanismo? Bs. As, Ed. Columba, 1968, pág. 49. 
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decidir como “urbano-ambiental”;'!! también del mismo surge que las 
políticas urbanas se ambientalizan. A su vez, la Suprema Corte Bonae- 
rense en otros fallos se refiere al tema “Sociedad de Fomento Cariló c/ 
Municipalidad de Pinamar. Amparo” Ac. 73.996, resolución 29, mayo 
de 2002, “Ancore S.A. y Ot. c/Municipalidad de Daireaux”, resolución 
19 de febrero de 2002.'** 

Estamos ante una situación que podríamos determinar como cí- 

clica: el ambiente afecta de manera directa al hábitat y a la vivienda; ésta, 
a la salud, la educación, la alimentación, entre otros, y estos últimos 
afectan directamente al ambiente, porque como bien sabemos el hom- 
bre es parte del ambiente. 

Artículo 5% - Responsabilidades. El Estado provincial es el encar- 

gado de la ejecución de las políticas necesarias para la satisfacción pro- 
gresiva del derecho a una vivienda y a un hábitat digno, incluyendo la 
participación de los gobiernos municipales y de las organizaciones no 

gubernamentales sin fines de lucro que en su objeto social propendan al 

fomento de dichos objetivos y la iniciativa privada, teniendo prioritaria- 

mente en cuenta las demandas sociales de la población. 

Al incorporarse un sistema de gestión coparticipativa entre los 
gobiernos provinciales, municipales, ONG especializadas y del sector 
privado, se cristaliza en la norma un proceso de descentralización de 
las políticas de vivienda, que fueron paulatinamente dejando de estar a 
cargo del gobierno nacional para pasar a gobiernos locales. Dicho pro- 
ceso comienza en la década de 1980, generándose en la provincia de 
Buenos Aires un plan trienal que tuvo como preponderancia las obras 
hidráulicas y los programas destinados a mejorar las condiciones del 
hábitat: el Protierra, que apuntaba a movilizar el suelo urbano ocioso 
y a la regularización dominial; el Procasa, que daba participación a los 
usuarios para encontrar respuesta a los problemas habitacionales. In- 
cluso la gestión del entonces gobernador Antonio Cafiero intentó mo- 
dificar la constitución provincial a través de un plebiscito que incorpore 
  

111 SCBA “Dougherty, Cristian y otros c./Municipalidad de La Plata. Amparo” B. 
64.464, resolución 31, marzo de 2004, voto del doctor Soria. 

112 Era un conflicto urbanístico que se decide desde la óptica del derecho ambiental. 
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la función social de la propiedad, que fue votado negativamente por el 
pueblo de la provincia. *** 

Asimismo, las políticas de vivienda financiadas con recursos del 
Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI), las cuales no fueron eficaces 
en la solución de la problemática habitacional, que no sólo no se redujo 
sino que aumentó, de la misma forma que lo hizo la presión ejercida por 
organizaciones sociales que exigían mayor participación en la creación 
de políticas para que se adecuen a las necesidades locales, así también 
como de los organismos internacionales de crédito. Todo ello generó 
que a fines de la década se implementen programas que afectaban recur- 
sos del Foprovi (Fondo Provincial de la Vivienda), y que en el marco de 
la Subsecretaría de Urbanismo y Vivienda se impulsara la participación 
de los municipios y entidades sin fines de lucro en el marco de una po- 
lítica provincial, así entre otros podemos destacar al programa Procasa, 
que fue el que mayor impulso le dio a la participación municipal deter- 
minado que: “todo el proceso es ejecutado (proyecto, selección y aporte de 
tierras, construcción y adjudicación de viviendas) por las estructuras mu- 
nicipales. La provincia, a través del IVBA, apoya y asesora en el grado que 
la propia capacidad municipal lo requiera”. Si bien es preciso remarcar 
la poca influencia de los programas mencionados en el déficit urbano 
habitacional de la provincia, es claro que se comenzó con el proceso 
de descentralización antes mencionado, siendo esto funcional al eficaz 
abordaje de la problemática en cuestión. 

En la década del 90 la descentralización se profundiza como con- 
secuencia del Pacto Fiscal Federal, a través del cual las provincias pue- 
den asignar los recursos coparticipados por la Nación a planes de vi- 
vienda, así en el marco del Instituto de la Vivienda de la provincia de 
Buenos Aires se crea el Plan Bonaerense de Tierra y Vivienda, en cuya 
operatividad estaba supeditada a la gestión de los municipios y entida- 
des sin fines de lucro, principalmente en lo referente al aporte de terre- 
nos, elaboración de proyecto urbano y ejecución de programas. Junto 
con ello, se fueron adoptando distintos instrumentos que aportaron a la 
coparticipación tales como la implementación de mesas de gestión en 
  

113 Duarte, Juan Ignacio y Olyhandy, Ángela, Expropiación y conflicto social en cinco 
metrópolis latinoamericanas, capítulo primero “Políticas urbanas y expropiación en Argenti- 
na. Los casos de la ciudad y la provincia de Buenos Aires” (1976-2007), página 65. 
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tierras o la adquisición de las tierras por parte de los municipios a través 
de la prescripción administrativa. !** 

No podemos dejar de mencionar que a través del Plan Federal de 
Vivienda, la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Na- 
ción se apoya en las tareas ejecutivas de actores locales (cooperativas, 
ONG, municipios) y en los institutos provinciales. Si bien, como dijimos 
anteriormente, estos mecanismos de acción nunca fueron implementa- 
dos de manera eficaz, generaron conciencia de que las políticas públicas 
no pueden crearse y ejecutarse sin atender a las necesidades específicas 
de cada localidad donde se implementaran, todo lo cual se ve reflejado 
en el presente artículo de la ley de acceso justo al hábitat. '”” 

En este orden de ideas, en la presente ley no sólo se establecen res- 
ponsabilidades para el Estado provincial, sino que de manera expresa, y 
claramente positiva, se dispone una participación activa de los gobier- 
nos municipales y de las organizaciones no gubernamentales sin fines 
de lucro. 

Esto parte de comprender a los municipios*** como las organiza- 
ciones prestacionales de base territorial más próximas a los ciudadanos, 
que al mismo tiempo se encuentran en una situación privilegiada para 
detectar y actuar sobre sus necesidades. Ordenan y gestionan los asun- 
tos públicos en beneficio de sus habitantes, y sus órganos de gobierno 
son directamente representativos de dichos ciudadanos. '*” 

En relación a la importancia de regular en la ley la participación 
efectiva y eficiente de las organizaciones sociales no gubernamentales, '** 
podemos justificarlo por el creciente activismo que llevan adelante éstas 
  

114 Para más información véase La prescripción administrativa: hacia una función 
social de la propiedad, Luciano Scatolini, año 2011. Ponencia presentada en el 111 Foro de 
Derecho Registral, San Salvador de Jujuy (13 al 17 de julio). 

115 Arquitecto Jorge Gil, Revisión de las políticas provinciales de tierra y vivienda 
en los últimos veinte años. Provincia de Buenos Aires — ASFAR. 

116 Nuestro país se organizó bajo el sistema federal, en consecuencia las provincias 
—preexistentes al gobierno federal- conservan todo el poder no delegado, según el artículo 
121 de la Constitución Nacional. En cambio los municipios son creados por las provincias, 
según lo dispuesto en los artículos 5% y 123 de la Carta Magna nacional, es potestad de la 
misma dotarlos de determinados poderes, determinar en qué casos y cómo actuarán los mu- 
nicipios, quienes pasan a tener mayor marco de acción (y, por ende, de responsabilidad). 

117 Graciela Ana Gagliardini y CPN. El municipio y sus funciones. 

118 Reconocidas por la Constitución Nacional en el artículo 43, segundo párrafo. 
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en los procesos de cambio social, por su colaboración en el empode- 
ramiento individual y comunitario, por su contribución en garantizar 
la sostenibilidad de las políticas públicas y hacer efectivos los derechos 
humanos, interpelando a los poderes públicos como interlocutores váli- 
dos de colectivos sociales y, en muchos casos, por suplir con su accionar 
directo el actuar insuficiente o a veces inexistente del Estado en deter- 
minadas materias sociales. 

En este sentido, merece una especial referencia el Foro de Or- 
ganizaciones de Tierra, Infraestructura y Vivienda de la provincia de 

Buenos Aires (Fotivba), creado por un grupo de organizaciones vin- 
culadas a la temática de la tierra y la vivienda, que desde comienzos 
del año 2004 desarrollan tareas de difusión y formación en torno a esta 
problemática, dirigidas tanto a otras organizaciones como a operado- 
res gubernamentales y la sociedad en general; impulsaron y participa- 
ron en distintas propuestas legislativas nacionales y provinciales, así 
también como en el desarrollo y ejecución de programas de políticas 
públicas. Es además fundamental el aporte de estas organizaciones en 
la sanción de la presente ley y la presión que ejercen para su efectivo 
cumplimiento. 

Entonces, podemos afirmar que para la aplicación de la ley es de 
vital importancia la participación de las organizaciones de base, barria- 
les, cooperativas y sociales en general, en el desarrollo e implementa- 
ción de políticas públicas, por el mismo motivo que marcamos la par- 
ticipación de los municipios, es decir la cercanía con las problemáticas 
específicas de cada región, siendo que en general es el primer nexo entre 
las necesidades sociales y la intervención del Estado, por lo que, aten- 
diendo a la amplitud y diversidad de la cuestión del hábitat, son estas 
organizaciones quienes mejor pueden reflejar las verdaderas realidades 
y necesidades locales. 

Por su parte, el decreto reglamentario de la presente ley, 
1.062/2013, dispone en su artículo 5 que en el ámbito de la autoridad 
de aplicación se crea el Registro Provincial de Organizaciones No Gu- 
bernamentales, ley 14.449, estableciendo los requisitos para su incor- 
poración. Asimismo, establece que cada municipio deberá designar la 
oficina responsable de articular y ejecutar las políticas locales con la 
autoridad de aplicación. 

- 60 -



Hábitat: Hacia un nuevo paradigma urbano 
  

Artículo 6” - Registro de demanda habitacional. Los municipios 
serán los responsables de registrar las demandas mencionadas en el ar- 
tículo 1%, inciso b), e informarlas a la autoridad de aplicación para su 

planificación. 

La ley pone en cabeza de los 135 municipios bonaerenses la res- 
ponsabilidad de registrar la demanda del déficit habitacional, lo cual pa- 
rece correcto teniendo en cuenta el rol que los gobiernos locales tienen 
en la planificación del uso y la ocupación del suelo. 

Asimismo, en el marco de las políticas de descentralización y 
fortalecimiento de las autonomías se hace fundamental el aporte que 
la instancia local pueda ofrecer para la resolución de los conflictos 
territoriales. En relación a ello, podemos mencionar una experiencia 
exitosa practicada por el Municipio de Moreno, al crear una organiza- 
ción administrativa, el IDUAR (Instituto de Desarrollo Urbano Am- 

biental), **” que conforma un ente autárquico compuesto de programas 
que permiten individualizar la demanda y generar instrumentos de 
actuación urbana (administración de inmuebles fiscales, ingreso de 
tierras, estadística territorial, gestión urbana, escrituración familiar y 
proyectos). 

Se observa la importancia del registro a partir de admitir que la 
demanda habitacional existe, es una realidad, y como bien sabemos has- 
ta el momento no se han recabado datos fidedignos ni de organizaciones 
gubernamentales como tampoco de las no gubernamentales, dificultan- 
do o imposibilitando el diagnóstico de la situación para la elaboración 
de un plan general y una acción efectiva. 

Con respecto a las ONG y al registro, el presente artículo ha omiti- 
do su participación, pero la ley debe ser interpretada de manera sistémi- 
ca, y nada impide que puedan trabajar de una manera articulada, tanto 
con la provincia como con los municipios. 
  

119 Enlace virtual: www.moreno.gob.ar./IDUAR. En su presentación explican que 
“surge con el objetivo de dar respuestas a una multiplicidad de procesos socioeconómicos, 
políticos y urbanos identificados por el Poder Ejecutivo local que requerían de una instancia 
descentralizada y especializada. El instituto constituye así una herramienta de gestión del 
gobierno municipal, para promover, planificar y ejecutar acciones orientadas al desarrollo 
urbano, ambiental y regional del distrito”. 
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No obstante la participación municipal, esta nueva mirada del 
hábitat que la ley que comentamos conforma obliga a la instancia 
provincial a abordar integralmente a través de la sistematización y la 
conformación de procedimientos de actuación una instancia general 
de planificación que permita articular una variedad de respuestas a la 
mencionada demanda. 

En este sentido, el decreto reglamentario de la ley en su artículo 6* 
determina que el Registro de Demanda Habitacional funcionará en el 
ámbito de la oficina responsable de cada municipio, debiendo brindar la 
información resultante a la autoridad de aplicación mediante la incor- 
poración de los datos recabados en la base de datos única que funciona- 
rá en el ámbito provincial.'” 

Artículo 7% - Autoridad de aplicación. Deberes. La autoridad de 
aplicación provincial será establecida por el Poder Ejecutivo en la regla- 
mentación, asegurando que la misma cuente con la asignación presu- 
puestaria, dotación de personal y capacidad técnica necesarias para cum- 
plir con su deber de formular, implementar y evaluar las políticas, planes, 
programas, proyectos y normas de vivienda y hábitat, así como de velar 
por su cumplimiento y coherencia, de conformidad con lo dispuesto en 
la presente ley. 

En la actualidad y simplemente observando el organigrama insti- 
tucional de la provincia de Buenos Aires es fácil observar la dispersión 
en los diferentes ministerios y secretarías existentes en este tema, lo que 
nos permite asegurar que no hay una autoridad que concentre en con- 
creto el abordaje del fenómeno en análisis. 

Esta dispersión genera la imposibilidad de generar un plan o polí- 
tica coordinada, llevando a una falta de actuación y la imposibilidad de 
solucionar el caso concreto, ni mucho menos el déficit urbano habita- 
cional en general. 

Se produce ante esta realidad no sólo una falta de actuación, como 
hemos dicho, sino también una sobreintervención. Ambos extremos ge- 
neran que las responsabilidades se diluyan. 
  

120 Este registro tiene íntima relación con el registro de villas y asentamientos creado 
por la presente ley. 
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Si es un derecho para todos, que debe tener en cuenta sobre todo a 
quienes se encuentren en estado de mayor vulnerabilidad, nos pregun- 
tamos: ¿cómo es posible que se haya llegado a este desconcierto, que lo 
único que genera es mayor confusión en la gente, ya que no se sabe a 
quién acudir? ?”! 

Sin duda es fundamental para el logro de los objetivos plasmados 
en la ley que se revise la política de afectación y uso de recursos presu- 
puestarios en la materia, ya que para lograr la resolución de conflictos 
a escala de la crisis social generada debe ser más generosa que la hasta 
ahora aplicada. Téngase en cuenta que desde el año 2007 a la actualidad 
no se han ejecutado partidas para expropiaciones y las utilizadas para 
compra de tierras han sido casi inexistentes (por ejemplo en la ley de 
presupuesto del año 2011 se dispuso para la compra de tierras a través 
de una partida de $ 20.000.000 que al no ser ejecutadas se llevó a prorro- 
garlas anualmente hasta la actualidad). 

El decreto reglamentario 1.062/2013 en su artículo 7%, determina 
como autoridad de aplicación de la ley al Ministerio de Infraestructura, 
quien tendrá la facultad de dictar las normas complementarias que re- 
sulten necesarias para el cumplimiento de los objetivos definidos en la 
ley, como asimismo de delegar en sus diversas reparticiones las compe- 
tencias que posee como autoridad de aplicación. 

Creemos que hubiera sido más apropiado debido a la complejidad 
y carácter transversal de las políticas de hábitat que se cree una nue- 
va estructura con rango de secretaría, ministerio o ente autárquico que 

englobe todas las áreas involucradas en la temática. 
  

121 Si seguimos esa línea de ideas, la Agencia Provincial de Hábitat tendría que estar 
integrada por: 

— Subsecretaría de Tierras (dentro del Ministerio de Infraestructura). 
— Subsecretaría de Participación Ciudadana. 
— Subsecretaría de Planificación Territorial (dependiente de la Jefatura de Gabinete). 
— Instituto Provincial de la Vivienda (en la órbita del Ministerio de Infraestructura). 
- Subsecretaría de Urbanismo Social (Secretaría de Espacio Público). 
— Escribanía General de Gobierno (Ministerio de Justicia). 
- Dirección de Inmuebles Fiscales. 
- Dirección de Equipamiento Comunitario (Ministerio de Desarrollo Social). 
- Dirección de Ordenamiento Urbano (dentro de la estructura del Ministerio de Go- 

bierno). 
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Artículo 8* - Lineamientos generales. La autoridad de aplicación y 
los municipios deben implementar en forma progresiva y según los me- 
dios disponibles, entre otras, actuaciones de diferente escala dirigidas a: 

a) 

b) 

$) 

8) 

h) 

Proveer suelo urbanizado en centros urbanos y rurales; 

Desarrollar nuevas áreas residenciales en centros urbanos o en 
asentamientos rurales, mediante la construcción de conjuntos 
de viviendas o urbanísticos completos o de desarrollo progresi- 
vo que cuenten con la infraestructura y los servicios, las reser- 

vas de equipamiento comunitario y espacios verdes; 

Ejecutar proyectos de integración socio urbanística de villas y 
asentamientos precarios; 

Impulsar programas de construcción, autoconstrucción, repa- 

ración, remodelación o ampliación de viviendas tanto urbanas 
como rurales; 

Promover la recuperación, rehabilitación o refuncionalización de 
edificios y sectores urbanos residenciales en proceso de degrada- 
ción, preservando el valor del patrimonio histórico y social; 

Ejecutar la construcción, ampliación y/o mejoramiento de ser- 
vicios de infraestructura básicos, de equipamientos comunita- 
rios y/o de espacios públicos recreativos; 

Asegurar, en coordinación con la Escribanía General de Go- 
bierno, la regularización dominial y la gestión escrituraria de 
los inmuebles construidos con el fin de permitir el acceso al 
título de propiedad y su constitución como bien de familia; y 

Atender la refuncionalización, rehabilitación y adecuación nor- 
mativa de inmuebles fiscales aptos para finalidades de uso so- 
cial y colectivo, en particular la provisión de suelo fiscal a los 
fines de su incorporación al Programa Pro.Cre.Ar creado por 
decreto del Poder Ejecutivo nacional 902 de fecha 12 de junio 
de 2012, exceptuando a los bienes incorporados de la aplicación 
del decreto ley 8.912/77. 

En este artículo, se detallan someramente pero con precisión téc- 
nica, a lo largo de diferentes incisos, determinadas funciones que debe 
cumplir el Estado desde la autoridad de aplicación y desde el ámbito 
municipal. Establece de forma genérica límites dentro de los que se debe 
desempeñar el Poder Ejecutivo municipal y provincial. Pero la enume- 
ración no agota los supuestos de actuación que pueden darse, sino que 
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a lo largo de todo el texto de la ley se detallan otros casos, hasta incluso 
herramientas e instrumentos al efecto. 

Ya hemos dicho que una de las principales causas de la informa- 
lidad urbana y dominial es la falta de acceso al suelo, así como la falta 
de acceso al crédito para evitar ello, es necesario aumentar la oferta de 
suelo público destinada a proyectos de vivienda social o autogestionada. 

A lo largo de los incisos es evidente la idea de un abordaje real de la 
problemática del hábitat guiado por una lógica de gestión de tierras que 
tiene en el epicentro al Estado como sujeto articulador de una política 
activa de incidencia en el mercado de la tierra. 

Se pretende proveer suelo ya urbanizado, esto significa que este 
suelo cuenta con normativa urbana que permite su aprovechamiento e 
infraestructura básica, priorizando el desarrollo de vacíos urbanos y la 
refundalización de zonas mejor aprovechables. 

Por su parte, el decreto reglamentario 1.062/2013 en su artículo 8* 
establece que para la consecución de los fines establecidos en el inciso a) 
del artículo los municipios deberán adecuar los planes de ordenamiento 
existentes determinando zonas de promoción del hábitat social median- 
te las cuales se creará suelo urbanizable. Subsidiariamente, establece que 
la autoridad de aplicación podrá proponer la implementación de tales 
zonas, a los efectos de garantizar una oferta de suelo urbanizable homo- 
génea a escala regional. 

La ley también fija parámetros que deben ser considerados para 
planificar una correcta ampliación de las áreas urbanas. 

En relación a la integración de villas y barrios informales, la ley de- 
sarrolla instrumentos de actuación con generación de recursos y plena 
participación de los vecinos beneficiados, que más adelante será detallado. 

Por otra parte, se fija como prioridad el mejoramiento del par- 
que habitacional existente, lo que nos parece una herramienta com- 
plementaria sana y eficiente manera de abordar el déficit urbano ha- 
bitacional, *” 

También se hace foco en los procesos de rehabilitación urbana que 
vienen teniendo mucho éxito en otros países latinoamericanos, como la 

  

122 Eduardo Reese considera que las dos terceras partes del déficit habitacional se 
explica en la necesidad de mejorar o ampliar el parque habitacional existente. 
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experiencia en la ciudad de Quito, Ecuador, del Programa de Rehabili- 
tación del Centro Histórico de Quito financiado por el Banco Interame- 
ricano de Desarrollo o la experiencia de la ciudad de Curitiba en Brasil, 
denominado Programa Integrado de Desarrollo Urbano. 

Por otra parte, y en materia de políticas beneficiosas, se enfoca 
correctamente en las políticas de regularización dominial '” en la ob- 
tención del título particular de propiedad fruto de la tenencia continua 
y pacífica a lo largo del tiempo. Y aunque ya hemos dicho que esto no 
soluciona el problema, no por ello dejamos de afirmar la importancia 
y la necesidad de esta acción para la seguridad jurídica y del tráfico in- 
mobiliario. 

Se procura la participación de otros órganos estatales -como lo 
es la Escribanía General de Gobierno- que con experiencia suficiente 
y capacidad técnica y humana provean al cumplimiento y abasteci- 
miento de los extremos legales materiales que posibiliten la obtención 
del título de propiedad. Ello sin olvidar que aquél, a su vez, debe estar 
rodeado de otros presupuestos y garantías, para que la problemática 
sea realmente erradicada y solucionada. 

Aprovechamiento de inmuebles fiscales y su aptitud para el Programa 
Pro.Cre.Ar 

El artículo, en el punto h), hace mención a la utilización de bie- 
nes del dominio del Estado provincial en concreto y prevé disponer de 
tierras fiscales a la organización del Programa Pro.Cre.Ar, creado por 
decreto 902/2012. 

Asimismo, establece el aprovechamiento de tierras que no tengan 
una afectación específica, o estén utilizadas en forma indebida o subu- 
tilizadas, o en estado de innecesaridad para así mediante la iniciativa 
estatal ofrecerlas a la población que carezca de vivienda. Todo ello me- 
diante una intervención activa que revierta la situación actual de esos 
inmuebles y que los adecue a las condiciones físicas y legales necesarias 
para su cabal aprovechamiento con fines sociales. 
  

123 Luciano Scatolini, Aspectos jurídicos y sociales en la integración territorial. Revista 
RAP N” 71 y 72 del año 2008. 
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De este modo el Estado local debería hacerse de la organización 
institucional y de las herramientas con las que ya cuenta la Nación, por 
ejemplo recurrir a la Agencia de Administración de Bienes del Estado 
(AABE, www.bienesdelestado.gob.ar), organismo descentralizado que 
tiene como objetivo llevar a cabo la ejecución de políticas, normas y 
procedimientos relacionados con la disposición y administración de in- 
muebles del Estado nacional en uso, concesionados y desafectados; y 
está a cargo también de la administración y resguardo de los bienes que 
no tienen afectación directa a las actividades propias de las distintas ju- 
risdicciones del Estado nacional, como del desarrollo de planes, progra- 
mas y proyectos en inmuebles de aquél, para revalorizar los activos físi- 
cos, mejorar su uso y/o definir e implementar nuevas funcionalidades. 

O bien además, y cumpliendo ya con la manda legal, utilizar el 
Programa de Crédito Argentino del Bicentenario para la Vivienda Úni- 
ca Familiar (Pro.Cre.Ar) que con miras a facilitar el acceso a la vivien- 

da propia de la población y la generación de empleo como políticas de 
desarrollo económico y social instituye todo un entramado orgánico, 
financiero y fiscal que constituye un fondo fiduciario con recursos pú- 
blicos para atender en forma integral el desarrollo de proyectos urba- 
nísticos destinados a familias, así como para otorgar créditos para la 
adquisición o para la construcción de viviendas. Resaltando también 
que los bienes inmuebles que constituyan su patrimonio serán todos 
aquellos que les transfiera en forma directa el Estado nacional y que se 
afectarán pura y exclusivamente a los fines del plan. 

Sintetizando, este programa junto también con las directrices que 
propone el inciso referido, busca la articulación de mecanismos para la 
gestión del patrimonio inmobiliario fiscal. 

Artículo 9” - Afectación de recursos. La totalidad de los recursos, 
sean éstos en dinero, obras o tierras, obtenidos a través de la aplicación 
de los instrumentos de actuación y mecanismos de gestión reglamenta- 
dos en la presente ley deben ser destinados a los fines determinados en 
el artículo precedente. La reglamentación establecerá los mecanismos de 
administración financiera adecuados para garantizar la intangibilidad de 
los mismos. 

Este artículo determina la autosuficiencia de la ley, disponiendo 
que todos aquellos recursos que surjan a partir de la aplicación de la 
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misma no pueden ser utilizados para otros fines que los que ella estable- 
ce. La importancia de este artículo es la limitación que impone frente a 
la utilización de los recursos obtenidos por mecanismos tales como la 
contribución adicional sobre el impuesto inmobiliario correspondiente 
a predios baldíos o la participación de los municipios en las valoriza- 
ciones inmobiliarias, entre otros. El presente asegura la operatividad de 
la ley, siendo que ella genera sus propios recursos para cumplir con los 
objetivos propuestos. 

Sin perjuicio de lo expuesto, no podemos dejar de hacer referencia 
a que, como se dijo anteriormente, la problemática que aborda la ley 
es de una gran amplitud y diversidad, por lo que los instrumentos que 
implementa la misma son para lograr efectos considerables a media- 
no y largo plazo, lo que lleva ínsito la necesidad de destinar una gran 
suma de recursos, teniendo esto directa relación de proporcionalidad 
con la rapidez en que se obtendrán resultados. Para ello, creemos fun- 
damental la creación de un fondo específico a los fines del logro de los 
objetivos propuestos por la presente ley, que como establece el artículo, 
tenga asegurado el destino de los bienes que lo conforman a la materia 
de hábitat exclusivamente. A pesar de que puedan existir variedad de 
fondos menores destinados a cada proyecto regional o específico, debe 
necesariamente existir uno que los controle y coordine, administrando 
y asegurando la utilización de los recursos que la provincia asigne, asi 
también como aquellos que surgen por la aplicación de la ley. 

En esta línea, es pertinente hacer mención a algunos instrumen- 
tos que podrían eventualmente servir como modelo para la creación 
de un fondo, uno de ellos es el que se da a nivel nacional en el marco 
del Pro.Cre.Ar que no es más que un fondo fiduciario público, el cual 
es administrado por el Banco Hipotecario (fiduciario) por un plazo 
inicial de 30 años, y que por medio del aprovechamiento de la compo- 
sición, las estructuras y equipos técnicos de dicha entidad, se asegura 
la efectiva distribución de los recursos que lo conforman; junto a ello, 
además de acordarse el destino específico de los recursos contenidos 
por el fondo, se crea un comité ejecutivo encargado del contralor de la 
actividad del fiduciario conformado por miembros de distintas áreas del 
Estado nacional relacionadas con vivienda, promoviendo y asegurando 
la intangibilidad de los recursos. Por su parte, en el ámbito provincial, 
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existe en virtud de la ley 12.511 de creación del Plan Provincial de In- 
fraestructura el llamado Fondo Fiduciario para el Plan de Infraestructu- 
ra Provincial (Profide), cuyos recursos están exclusivamente afectados 

a cubrir las obligaciones contraídas en el marco de aquel plan de obras 
y servicios asegurando que “El patrimonio del Fondo quedará irrevoca- 
blemente afectado a la garantía de los pagos debidos bajo los contratos ya 
sea en carácter general o con afectación especial a obras o grupos de obras 
determinadas” (artículo 10), todo ello garantizado de manera similar a 

lo hecho en el fondo Pro.Cre.Ar, siendo que en este caso el fiduciario es 
el Banco de la Provincia de Buenos Aires, fiscalizado en sus funciones 
particulares del caso por un consejo administrativo conformado por 
miembros del gabinete provincial. 

Por último, vemos cómo el artículo en sí no es completo, ya que 
dispone la obligación de reglamentar estos instrumentos por parte del 
Ejecutivo provincial, siendo ello vital para el destino de la ley y su efec- 
tiva incidencia en la población de la provincia. 

El decreto reglamentario 1.062/2013, artículo 9%, establece que 
para garantizar la intangibilidad de los recursos destinados a cumplir 
los fines previstos por el artículo 8* de la ley, se establecen los siguientes 
mecanismos de administración financiera: el fondo fiduciario público 
Sistema de Financiamiento y Asistencia Técnica para la Mejora del Há- 
bitat, creado por la presente ley en sus artículos 37 a 43, y la creación por 
parte de cada municipio de una cuenta especial denominada Financia- 
miento y Asistencia Técnica para la Mejora del Hábitat, con asignación 
y destino específico. 
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CAPÍTULO II 

Principios rectores 

Artículo 10. - Principios rectores. Las políticas de vivienda y hábitat 
que se implementan se encuentran regidas por los siguientes principios: 

a) El derecho a la ciudad y a la vivienda; 

b) La función social de la propiedad; 

c) La gestión democrática de la ciudad; 

d) El reparto equitativo de cargas y beneficios. 

El capítulo II refiere a los principios rectores de la ley. Podemos 
definirlos como directrices políticas que suponen una preferéncia axio- 
lógica y proponen un objetivo que debe ser alcanzado. 

De este modo, concebimos a los principios con diferentes funcio- 
nes. !** En primer término, creemos que cumplen con una función sus- 
tentadora, vale decir, que sirven como cimiento para toda la estructura 
jurídica. Así, a primera vista, no se aprecian en la totalidad de la estruc- 
tura jurídica, pero sin ellos la misma no puede sostenerse. 

Además, le dan coherencia al sistema jurídico, pues operan en los 
conflictos de normas de diferente o igual jerarquía, es decir, tienen una 
función normativa. 

También poseen la función de dar un criterio orientador, al cual 

deben sujetarse los agentes intervinientes en la aplicación de la ley y una 
  

124 La idea de las funciones de los principios ha sido recogida claramente por Ricar- 
do Cornaglia, en El rol integrador de los principios generales del derecho del trabajo. Revista 
Laboral, noviembre de 1987. Año XXIX, n” 11, pág. 489. 
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